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Justicia juvenil
 

Temática política. Terre des hommes - ayuda a la infancia



Fundada en 1960, Terre des hommes Suiza es una 
organización que ayuda construir un futuro mejor 
para niños desfavorecidos y sus comunidades, a 
través de un enfoque innovador y con soluciones 
prácticas y sostenibles. Activa en más de 30 países, 
Tdh desarrolla y pone en práctica proyectos de 
campo para mejorar la vida diaria de más de un 
millón de niños y de sus parientes cercanos, sobre 
todo en los ámbitos de asistencia sanitaria y de 
protección. Este compromiso es financiado gracias 
a un apoyo individual e institucional, del cual 85% 
va directamente a los programas de Tdh. 
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Política temática de Terre des hommes en Justicia juvenil  - 1. La justicia para los niños en conflicto con la ley

Un problema universal producto de la des-
igualdad económica mundial 
Sea cual fuere la validez del número, que se cita a 
menudo, de un millón de niños privados de libertad en 
el mundo, los niños1 en conflicto con la ley tienen que 
tratar con las autoridades encargadas de la aplicación 
de las leyes, porque han cometido una infracción. Pero 
también puede ser que no le hayan hecho daño a 
nadie: inmigración ilegal, internamiento administra-
tivo, etc. Algunos niños también pueden ser arresta-
dos de manera preventiva, porque se considera que 
«representan un riesgo de delincuencia» o por simple 
vagabundeo, mendicidad, etc.  

•	 Las causas profundas de las situaciones que ponen a 
los niños en conflicto con la ley son, en particular, la 
pobreza, el rompimiento del núcleo familiar, la ausencia 
de educación, el desempleo, las migraciones, el abuso 
de drogas u otras sustancias, las presiones que ejercen 
otros niños o adultos, la falta de contención de parte 
de los padres, la violencia, el maltrato y la explotación, 
etc. –en otras palabras- pocas situaciones en las que 
un niño haya tenido un margen de iniciativa o haya 
podido ejercer una elección deliberada de entrar en 
conflicto con la ley. 

•	 Más de la mitad de la humanidad ya vive en las ciu-
dades: en el caso de la mayoría de emigrantes internos, 
el móvil del éxodo rural reside en la necesidad de 
sobrevivir, debilitada en el medio rural, donde funcio-
nan las solidaridades comunitarias ancestrales. 

•	 El aumento de la delincuencia juvenil en el medio 
urbano es un síntoma de la exclusión social: muchas 
familias motivan también a sus niños a contribuir con 
la supervivencia de la familia (si se mantiene el lazo 
familiar) o a su propia supervivencia (si hay una ruptura 
del lazo familiar).

•	 El sentimiento de exclusión crea una psicología de 
supervivencia y la percepción que tienen los niños de 
los límites entre legalidad e ilegalidad se atenúa, sobre 
todo cuando están obligados a ello psíquicamente o 
psicológicamente. 

Ante la ostentación urbana de bienes de consumo inac-
cesibles y, ante la perspectiva de una rentabilidad rápida 
y en una forma de solidaridad –a veces obligada y hasta 
violenta- en el seno de bandas más o menos organizadas, 
muchos niños son llevados a cometer infracciones, cuya 
inmensa mayoría constituye «delito contra la propiedad». 

Estos delitos tienen que ver más con la necesidad de 
sobrevivir que con una criminalidad deliberada y cons-
ciente de los riesgos en los que se incurre. 

Desde una perspectiva más amplia, en algunos países, 
por razones de costumbres y concepciones tradicionales, 
las nociones de «Derecho del Niño», de libertad de 
expresión, escucha y defensa formal del niño, a veces son 
incomprendidas: una parte de la opinión pública puede 
ser espontáneamente hostil a ésta, acostumbrada a 
considerar al niño como propiedad de su familia o 
de su comunidad, que tienen todo poder y control 
sobre él.

En todos los países del mundo, sea cual fuere su nivel 
de desarrollo económico, los gobernantes afrontan 
el problema de la agravación de la delincuencia juvenil 
y piensan tratar el problema con un enfoque más 
represivo, considerado más eficaz, para responder a la 
solicitud y a la angustia de la opinión pública. Esta solici-
tud, a veces está activamente alimentada por los medios 
de comunicación, que se complacen en la difusión de 
estadísticas que pueden ser manipuladas fácilmente por 
los expertos, ya que el público no conoce las defini-
ciones y métodos precisos.
                  
En los países que no tienen sistema especializado 
en justicia juvenil, los niños en conflicto con la ley, 
en gran parte, son tratados de la misma forma que los 
adultos. El sistema de justicia penal –para los adultos 
como para los niños- hace uso corriente de la pri-
vación de libertad, como primer y único recurso: lo 
que confirma el sentimiento difundido en la opinión 
pública de que la naturaleza de algunos crímenes 
cometidos por niños requieren que éstos últimos 
sean juzgados como adultos. 

Cuando el sistema desarrolla lo que pretende 
combatir  
En algunos países particularmente desprovistos en 
términos de formación (inicial y continua) de personal 
involucrado, el sistema judicial procede de manera a la vez 
expeditiva e indulgente: por el simple robo de ganado, los 
niños son detenidos en forma preventiva por una duración 
indeterminada... a veces simplemente porque se perdió 
el expediente... El hecho de poseer una pequeña parte de 
autoridad pública, policial o judicial, incita a algunos actores 
a actuar –o no actuar- y a cometer con toda impunidad 
e ilegalidad, verdaderos abusos de poder, sin control ni 
recurso posible. Frente a la agravación de la delincuencia 
juvenil, muchos países dan prioridad así a una política 

1. Comprobaciones y análisis a nivel mundial
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de vista corta, con la esperanza de una ganancia política 
inmediata, en lugar de un tratamiento a largo plazo: 
castigar rápido en lugar de educar lentamente...

A menudo, las autoridades públicas reaccionan con 
una exageración de leyes y de actitudes represivas de 
los agentes policiales y judiciales: reducción de la edad 
de responsabilidad penal, agravación de la duración de 
las penas privativas de libertad para los niños, dete-
nidos a veces con adultos (la prisión se convierte así 
en la «escuela del crimen»); acciones espectaculares 
tipo redadas u operaciones relámpago; criminalización 
del vagabundeo y de la mendicidad; construcción de 
centros educativos cerrados, presentados como medi-
das alternativas a la prisión, pero cuyas condiciones 
de detención son las de una prisión –quejándose al 
mismo tiempo de la «falta de medios». 
 
La detención en un espacio no separado del de los 
adultos, las duraciones inaceptables de detención 
provisional, el no respeto a las reglas elementales de 
un proceso equitativo, la elección de procedimientos 
que pertenecen al sistema judicial para adultos, la falta 
de alternativas a la cárcel, el uso persistente de la pena 
de muerte y de la cadena perpetua en algunos países 
así como la persecución de una lógica retributiva en 
lugar de reparadora, constituyen los datos esenciales, 
en diferentes grados, de la situación de los niños en 
conflicto con la ley. Además de estas negaciones de 
derecho, los niños pueden ser víctimas de violencia, 
abuso sexual, explotación económica, humillación y de 
propagación de enfermedades como el VIH-Sida. 

Además, la reforma de la justicia juvenil está grave-
mente limitada por la falta de estadísticas objetivas, 
sistemáticas y exactas sobre la criminalidad de los niños 
en muchos países, especialmente en los países en vías 
de desarrollo. La ausencia de una herramienta adecuada 
de recolección de datos, de formaciones adaptadas, de 
clasificación coherente de las infracciones, así como la 
manipulación política de las estadísticas contribuyen a la 
incapacidad de garantizar la protección de los niños 
en conflicto con la ley.

Problemas universales, «más allá del Norte 
y del Sur»
Los problemas que plantea la delincuencia juvenil 
son universales. La justicia juvenil no puede, en nin-
gún caso, ser evaluada exclusivamente en términos 
de desarrollo económico («Norte/Sur») de los paí-
ses involucrados: algunos países ricos mantienen la 
pena de muerte aplicable a los menores de edad (en 
el momento de los hechos), mientras que algunos 

países pobres disponen a veces de prácticas tradi-
cionales de mediación que son muy eficaces. No hay 
ninguna solución milagrosa que venga «del Norte» que 
se pueda considerar sistemáticamente aplicable «al 
Sur», bajo pretexto de desarrollo económico dife-
renciado. En todas las sociedades hay tradiciones de 
mediación comunitaria, vigentes en países llamados «no 
desarrollados», que bien podrían inspirar a los países 
«desarrollados», se trata justamente de procedimientos 
y no de castigos.

Pero en países que disponen de medios económicos 
que les permiten proponer un tratamiento alternativo 
a la represión penitenciaria, pueden aparecer prác-
ticas de «toque de queda» en algunas zonas urbanas, 
paralelamente al anuncio (finalmente anulado) de la 
detección de los niños «predispuestos a la delincuencia» 
desde la escuela primaria (Francia). Mientras que en 
los años 1960, los comportamientos marginales y 
contestatarios eran vistos como síntoma inevitable, 
incluso gratificante, de la renovación generacional, 
actualmente aparecen los discursos sobre los compor-
tamientos «antisociales» de los jóvenes (UK). Esto lleva, 
por ejemplo, hasta la autorización gubernamental 
(Suiza) para vender, a los propietarios de los barrios 
ricos, «Mosquitos», aparatos que emiten ultrasonidos 
perceptibles únicamente por los jóvenes de menos de 
25 años y... por los animales, con el único propósito 
de alejarlos.

Un fenómeno migratorio creciente 
En un mundo «globalizado», el incremento del fenó-
meno migratorio, interno o hacia el exterior, legal o 
ilegal, provoca el exilio de gran cantidad de menores, 
incitados por sus propias familias, o bajo la presión 
de traficantes con miras a actividades ilegales o cri-
minales. La delincuencia de los niños extranjeros, 
a menudo lleva a aplicar, en los países de destino, 
métodos marginales, arbitrarios, incluso ilegales, del 
tipo «medidas de doble peso» contrarios a las normas 
internacionales, especialmente la Convención de las 
Naciones Unidas relativas a los Derechos del Niño 
(1989 – Artículos 37 y 40).
            
La obligación prioritaria de protección de estos niños, 
arrancados de sus familias, a menudo es descuidada 
en beneficio de procedimientos arbitrarios, cuyo sen-
tido a menudo los niños involucrados no entienden. La 
experiencia muestra también que, muy a menudo, 
algunos niños extranjeros que no están acompañados 
no gozan del mismo trato que los niños nacionales.
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Obra de justicia y no «obra de ayuda»
Redactada en 1959, la Carta de la Fundación Terre des 
hommes anuncia que quiere «hacer acto de justicia y no 
de condescendencia». Desde entonces, se han dictado 
muchos instrumentos jurídicos y reglas internacion-
ales, en particular en el campo de la justicia juvenil. 
Entonces, el rol de los Estados, la sociedad civil y las 
ONG es doble: hacer que las leyes nacionales se adecuen 
a las normas internacionales y así poder aplicarlas en los 
campos policial, judicial, penitenciario y social. 

La prioridad que se da a la justicia juvenil se justifica 
por el hecho de que si bien, en todas las sociedades el 
consenso es relativamente fácil con relación a la acción o 
beneficio de los niños víctimas (de violencias, explotación, 
abuso sexual, tráfico), en cambio los derechos del niño que 
ha cometido una infracción en detrimento de un tercero, no 
son objeto del mismo consenso en la opinión pública. La 
justicia juvenil es un campo en el que hay que «trabajar» 
la opinión pública de aquellos que los representan en el 
sentido contrario de la emoción colectiva espontánea 
–y a menudo alimentada y mantenida por los políticos 
y los medios. (Ref. Nº 9 – «Observación General Nº 10» 
– Párrafo 96).

A los responsables políticos les encanta presentar sus 
leyes y sus prácticas como si fueran la expresión de 
un «realismo inevitable», mientras que del otro lado, las 
ONG y los militantes de los derechos del niño serían 
idealistas, soñadores irresponsables autoproclamados. 
Pero los que son realistas son los partidarios del enfoque 
restaurativo/reparativo de la justicia juvenil y los idealistas 
son los partidarios de un enfoque estrictamente represivo, 
haciendo creer a la opinión pública, entre otros a través 
de la manipulación de estadísticas (inventadas o «traba-

jadas»), que sólo una política represiva es eficaz para 
luchar contra la delincuencia, argumento sostenido uni-
versalmente, inclusive en los países desarrollados. 

La justicia juvenil no es una justicia compasiva que tomaría 
medidas de favor o decisiones humanitarias: funciona 
según normas jurídicas precisas que tienden a evitar la 
arbitrariedad, exigiendo respetar el derecho a la defensa, 
la presunción de inocencia, el derecho al recurso, etc.

El interés superior del niño en conflicto con 
la ley 
El sistema de justicia juvenil tiene que estar centrado 
en el interés superior del niño que puede definirse 
así: (...) «El interés superior del niño es un instrumento 
jurídico que busca asegurar el bienestar del niño en los 
planos físico, psíquico y social. Se basa en una obligación 
de las instancias y organizaciones públicas y privadas de 
examinar si ese criterio se satisface al momento en que 
se tienen que tomar una decisión con respecto a un niño y 
representa una garantía para el niño de que, a largo plazo, 
su interés será tomado en cuenta. Tiene que servir de 
unidad de medida cuando hay varios intereses que están 
en juego.» (...) «En caso de duda en el difícil ejercicio de 
determinar el mejor interés del niño cuando hay conflictos 
con otros intereses o intereses de otras personas o grupos 
de personas (...) entonces tiene que ser reemplazado por 
la noción contraria del «mal menor».2

El interés superior del niño, en ningún caso puede ser 
comparado o tomado como opuesto sistemáticamente 
a los intereses de la víctima, de las instituciones (Ej. 
el colegio) o de la sociedad. Nunca es el resultado de 
razonamientos mecánicos, producto de normas inter-
nacionales sino, por el contrario, de un debate, incluso 

2. ¿Cuáles son las «razones para actuar»? 

Ninguna justicia de excepción para los niños 
en los conflictos armados 
Finalmente, las alteraciones que se presentan en las 
modalidades de conflictos armados internos o inter-
nacionales, han hecho aparecer de manera más grave 
el fenómeno de los niños enrolados, ya sea en las 
fuerzas armadas, las milicias, las guerrillas y otros 
grupos armados que se constituyen de manera más 
o menos espontánea. En este contexto, los Estados 
confrontados a disturbios internos imponen un régimen 
legal de excepción, o una suerte de «ley militar» que 
suspende la obligación de tratar a los niños según el 
Código Penal habitual. Ahora bien, el propio enrola-

miento es una forma probada de abuso de poder –por lo 
general bajo la forma de coacción- que obliga a tratar 
al niño como una víctima en lugar de un criminal, sean 
cuales fueren los actos que haya cometido durante 
los combates. 

Nada justifica, en período de conflicto, ser permisivos 
con procedimientos arbitrarios o violentos, o trans-
gredir los derechos elementales de los niños, aunque 
fuera con referencia a las convenciones propias de 
las situaciones de conflicto (Convención de Ginebra, 
Derechos humanos)... 
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contradictorio, entre los involucrados –entre los cuales 
está el propio niño (según su edad y madurez).  El 
hecho de escuchar a un niño –es su participación- no 
libera en nada a los adultos de la tarea de tomar las 
decisiones, en materia de prestaciones y de protección.

Negaciones de derecho a pesar del buen 
sentido  
Una mayoría abrumadora de niños sometidos a los sis-
temas de justicia penal no deberían encontrarse en esa 
situación: los procedimientos que se siguen, a menudo 
los ponen en situaciones que perjudican sus necesidades 
y que violan sus derechos, en particular en términos 
de protección.

•	 Una gran mayoría de niños privados de libertad, todavía 
están esperando ser juzgados (detención preventiva o 
provisional); los usos abusivos e inapropiados de la 
detención, así como la falta de alternativas, hacen 
pesar riesgos de violencia sobre muchos niños.

•	 Encarcelar niños por infracciones menores elimina 
sus posibilidades de convertirse en adultos productivos 
y capaces de asumir un rol constructivo en el seno de 
la sociedad.

A menudo, los niños son detenidos en condiciones deplo-
rables e inhumanas, a veces detenidos con prisioneros 
adultos. Los maltratos físicos y sexuales son habituales. 
Los niños no tienen acceso a la educación, juegos, apoyo 
psicológico ni acceso a servicios de salud. La detención 
facilita la propagación de diferentes enfermedades e 
infecciones. En muchos casos, incluso se burlan los prin-
cipios fundamentales de un proceso justo y equitativo. El 
arresto, la detención y las penas de cárcel a menudo 
son arbitrarios, desproporcionados e ilegales. Los niños 
pueden ser motivados a declararse culpables, hayan o 
no hayan cometido el delito, solamente para acelerar 
el proceso. Sin mencionar que se niega el derecho de 
visita a los padres. 

Muchas decisiones –o falta de decisiones- son verda-
deras negaciones de derecho que se permiten con niños 
mientras que no se permitirían con adultos: ya que mere-
cerían sanciones severas contra jueces, policías o personal 
penitenciario. 

En algunas cárceles o centros «educativos» de algunos 
países, la situación es verdaderamente escandalosa, 
inaceptable y justificaría medidas de emergencia, en tér-
minos de supervivencia cotidiana, de salud física y mental. 
Ninguna perversidad, sino ausencia de formación y de 
control, como si «para los niños fuera todo como para los 
mayores e incluso menos...».

El hecho de que un niño sea sometido a un procedi-
miento judicial penal no lleva, en ningún caso, a con-
siderar que los derechos humanos son abolidos: «Las 
cárceles no existen fuera de la ley. Por el contrario, han sido 
creadas por la ley. Los detenidos y el personal penitenciario 
están sometidos a las leyes, incluidas las que crean y protegen 
los derechos de los detenidos. (...) Los delincuentes sufren 
una pena de cárcel y no una pena en cárcel. No se va a la 
cárcel para recibir castigos, es la falta de libertad como tal 
la que constituye la pena».3

La justicia para la mitad de la población 
justifica un sistema especializado
Un buen gobierno de la justicia juvenil supone la especia-
lización del personal policial, judicial, educativo y social, 
en todas las etapas del procedimiento, formados en 
las reglas mínimas de los derechos del niño, así como 
en la implementación de las reglas elementales de su 
protección contra toda forma arbitraria y de violencia. La 
implementación de una verdadera justicia juvenil no es 
ante todo un problema de medios financieros y presu-
puestales: un mínimo de conocimientos teóricos sobre 
las medidas alternativas a la detención puede convencer 
fácilmente de que estas alternativas son más eficaces y 
claramente menos costosas que financiar la construcción y el 
funcionamiento de cárceles o de «Centros de Reeducación» 
cuyas condiciones de vida, a menudo se parecen a las 
de puras y simples cárceles.

La justicia juvenil, desafío de la «Seguridad 
Humana»
De manera general, los Estados responsables de la 
seguridad humana en el territorio de su jurisdicción 
tienen que concebir esta responsabilidad más allá 
de la sola seguridad de los sectores del Estado con 
ciertas prerrogativas. La soberanía de un Estado no 
se reduce a la seguridad de su propia existencia y de su 
propio funcionamiento. Un Estado que no es capaz de 
garantizar un mínimo de seguridad –y de respeto de sus 
derechos- a sus propios niños en general no es soberano 
en su propio suelo. 

La lucha por la «seguridad humana» pasa obligatoria-
mente por una justicia juvenil, conforme a las normas 
internacionales. En un contexto de globalización y, en 
particular, de liberalización de la economía mundial, 
que reduce a veces el rol de los servicios públicos del 
Estado en la economía nacional, donde los gobernantes 
ponen el acento en la lucha por la «seguridad humana» 
se traduce en una dirección interna estrictamente ase 
esos niños, sino también por la seguridad de la población, 
frente a la solicitud de la opinión  pública. El concepto 
de seguridad humana siempre tiene que enmarcarse en un 
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Definición del niño 
Un niño es un ser humano, de menos de 18 años, cuya 
dignidad es igual a la de los demás seres humanos 
pero que, en esta etapa de la vida, dispone de una 
capacidad de discernimiento, expresión y defensa rela-
tiva. Esta definición basa la existencia y el modo de 
funcionamiento de un sistema de justicia autónomo 
para los niños, separado del de los adultos.  

•	 El Art. I de la Convención sobre los Derechos del Niño4 

especifica que: «se entiende por niño a todo ser humano 
de menos de dieciocho años, salvo que la mayoría de 
edad se alcance antes, en virtud de la legislación se le 
puede aplicable».

•	 El Art. 2.2 de las Reglas de Beijing5 sobre la admi-
nistración de justicia para menores añade: «Un 
menor es un niño o un joven que, respecto al sistema 
jurídico considerado, puede tener que responder por 
un delito, según modalidades diferentes de las que se 
aplican en el caso de un adulto».

Una justicia de sanciones, medidas 
educativas y protección
El término «Justicia juvenil» remite a la legislación, 
normas, estándares, procedimientos, mecanismos, 
instituciones específicamente destinadas al segui-
miento de los niños, que se presume son autores 
de infracciones penales. Se trata de una justicia de 
protección tanto como de sanción, que involucra a 
los niños en conflicto con la ley así como a los niños 
vulnerables que necesitan una forma de protección o 
de asistencia educativa para niños que no ha llegado 
a un nivel de responsabilidad penal (cuya edad varía 
según los países). 

Además, incluye los esfuerzos realizados con miras, 
si no a eliminar, por lo menos a reducir las causas 
de la delincuencia juvenil a través de una política de 
prevención. 

Finalmente, ya está aceptado el uso de la expresión 
«niño en conflicto con la ley» y ya no «menor delin-

cuente», expresión que sugiere un juicio de valor que 
propicia la estigmatización de los niños involucrados. 
El término «delincuencia», como fenómeno social, se 
puede utilizar, pero sin sugerir la estigmatización de 
los niños.

La Justicia juvenil se basa en cuatro grandes 
perspectivas:  
•	 Prevención: pretende evitar que los niños se metan 
en situación de conflicto con la ley y evitarles así el 
contacto directo con el sistema formal de justicia 
penal.

•	 Protección: pretende evitar, a los niños en con-
flicto con la ley, ser víctimas de violaciones de los 
derechos humanos. Esta protección tiene en cuenta 
su desarrollo personal, para disuadirlos de cualquier 
reincidencia, motivar su rehabilitación y acompañar 
su reinserción social.

•	 Participación: los niños ya no son beneficiarios 
pasivos de la intervención de los adultos, sino reco-
nocidos como poseedores de derechos y actores capaces 
de intervenir en su futuro. Desarrollan el sentimiento de 
pertenencia a la comunidad, en lugar de la exclusión.

•	 Desjudicialización: el propósito es garantizar a los 
niños, en todas las etapas del procedimiento, la posi-
bilidad de un vía alternativa al sistema judicial formal. 
Se trata de que gocen de los principios de una justicia 
restaurativa/reparadora, que considera a la víctima, que 
involucra a la comunidad y que trata eficazmente las 
causas del comportamiento, identificando estrategias 
para prevenir la reincidencia. Cf. Reglas de Beijing: 
11.1 «Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de 
ocuparse de los menores delincuentes sin recurrir a las 
autoridades competentes». 

Esto significa que:   
•	 las medidas educativas, no privativas de libertad, tienen 

que ser la regla y la detención tiene quedar como 
la excepción. 

procedimiento de integración. La buena gestión, en una 
voluntad de progreso democrático, supone que el Estado 
trabaje pedagógicamente con la opinión pública, en la 
información sobre los derechos de los niños, de los cuales 
es, a la vez, la fuente y el garante, pero también en la 

implementación de procedimientos comunitarios de san-
ciones y de rehabilitación del niño: ya que toda decisión o 
sanción que agrave la exclusión del niño de la comunidad 
está condenada al fracaso. 

3. ¿Qué se entiende por «Justicia juvenil para niños»? 
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•	 la detención preventiva sólo es un acto de procedimiento 
y no una sanción inmediata.

•	 en el caso de delitos o de crímenes cometidos por 
niños en el seno de grupos de adultos, la separación de 
las causas es una regla de derecho obligatorio, durante 
todo el procedimiento.

Una Justicia juvenil supone escucharlos y 
que participen
Desde la etapa de la primera interrogación, la «escucha 
del niño» tiene que ser competente, adaptada a su 
edad y a su madurez y tener en cuenta la presunción 
de inocencia. El enfoque tiene que ser educativo, basado 
en la comprensión, por el niño, de las consecuencias de 
sus actos, de las sanciones y medidas que se le aplicarán, 
según un enfoque de resolución de conflictos y no según 
un enfoque estrictamente represivo, en particular, por 
la reparación a las víctimas. La reparación puede ser 
simbólica, material o económica, y los daños pueden 
ser físicos, psicológicos y materiales.

Hay que buscar restablecer un equilibrio entre, por 
una parte, las reivindicaciones y necesidades de la 
víctima y, por otra, la situación del niño autor de 
la infracción ya que, en la práctica, la compasión se 
dirige más hacia la persona que ha sufrido el perjuicio 
en lugar de aquella que lo ha cometido.

Para restablecer este equilibrio, el procedimiento 
tiene que ser conducido de tal manera que, según su 
edad y madurez, el niño pueda comprender: 
•	 que el procedimiento al que es sometido se refiere 

a una ruptura de las relaciones humanas y sociales, 
y no sólo al hecho de que ha infringido una ley o 
un reglamento; 

•	 que el procedimiento judicial busca restablecer el 
vínculo social que su acto ha roto, para su propio inte-
rés presente y futuro, así como para el de la víctima 
(individuo o sociedad);

•	 que es su acción la que es sancionada y no su persona 
la que es juzgada y estigmatizada; 

•	 que el objetivo del procedimiento y de la sanción es 
de encontrar su lugar en la comunidad, en el futuro, 
y que esto depende de su capacidad para ejercer 
su responsabilidad («responder por sus actos») y no 
estigmatizar su culpabilidad.

El futuro del niño en conflicto con la ley está 
en su comunidad 
Las decisiones tomadas respecto a niños tienen que 
ser necesariamente educativas y buscar su reinser-
ción: la justicia juvenil sólo puede ser pues una justicia 
restaurativa/reparadora, en sus objetivos, su espíritu y 

su práctica. Esto corresponde a la cláusula I.3 de las 
Reglas de Beijing: «Con objeto de promover el bienestar 
del menor, a fin de reducir la necesidad de intervenir 
con arreglo a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, 
humano y equitativo al menor que tenga problemas con 
la ley, se concederá la debida importancia a la adopción 
de medidas concretas que permitan movilizar plenamente 
todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, 
los voluntarios y otros grupos de carácter comunitario, 
así como las escuelas y otras instituciones de la comu-
nidad.».

Sin embargo, a veces sucede que las condiciones de 
aplicación de la justicia restaurativa/reparadora no son 
siempre –o no son totalmente- realizables: el niño 
niega su responsabilidad, o la víctima rechaza todo 
encuentro con el autor de la infracción. También 
puede haber una ruptura durante el procedimiento. 
Esto no significa de ninguna manera regresar al enfo-
que estricto de justicia represiva/retributiva. Las normas 
fundamentales de la justicia juvenil siguen siendo váli-
das y preconizan, de todas maneras, el uso de medidas 
educativas, alternativas a la privación de libertad. La 
detención, si es inevitable, sólo puede ser decidida 
en última instancia y por una duración lo más corta 
posible, sin que se pueda invocar el fracaso de un 
enfoque restaurativo. Las normas establecidas en 
las Reglas de Beijing para la administración de la justicia 
de menores siguen plenamente aplicables y exigentes, 
incluso si las condiciones de justicia reparadora no 
se hayan podido realizar. 

Una justicia firme en los principios y flexible 
en la aplicación
El sistema y los procedimientos de justicia juvenil son 
de aplicación más flexible que en el sistema de justicia 
para adultos –esta flexibilidad necesaria no justifica 
ninguna práctica arbitraria... Según el «principio de 
proporcionalidad» las medidas tienen que adaptarse 
a la gravedad del delito, pero también deben tener 
en cuenta circunstancias de la vida personal y familiar 
del niño, así como de su historia individual.  

Las Reglas de Beijing disponen lo siguiente: «6.I Habida 
cuenta de las diversas necesidades especiales de los meno-
res, así como de la diversidad de medidas disponibles, 
se facultará un margen suficiente para el ejercicio de 
facultades discrecionales en las diferentes etapas de los 
juicios y en los distintos niveles de la administración de 
justicia de menores, incluidos los de investigación, proce-
samiento, sentencia y de las medidas complementarias de 
las decisiones. Las sanciones que se tomen con respecto 
a los menores pueden ir acopladas –o no- con medidas 
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de asistencia educativa, así como puede haber medidas 
educativas sin que haya sanción, etc. Además, un juez de 
menores puede, en cualquier etapa del procedimiento, 
inclusive durante la ejecución de la medida después del 
juicio, modificar, anular o complementar sus decisiones, 
en función de la evolución de la situación del menor, en 
lo que estime que es el interés superior del niño».

La Justicia juvenil: una herramienta de 
desarrollo
La Justicia juvenil no se deja encerrar en el dilema 
«humanitario/desarrollo»: la promoción y la aplicación 
del derecho son componentes del desarrollo de un país. 
Teniendo en cuenta la amplitud de los problemas de 
delincuencia juvenil, la mejora de la Justicia juvenil 
se tiene que integrar como criterio de evaluación de 

desarrollo de un país (como el grado de nutrición, 
educación o salud pública): una medida alternativa 
a la detención es determinante para la reinserción 
sostenible de un niño. 

Cf. Regla de Beijing: Artículo I.4 «La justicia de menores 
se ha de concebir como una parte integrante del proceso 
de desarrollo nacional de cada país y deberá adminis-
trarse en el marco general de justicia social para todos 
los menores, de manera que contribuya a la protección 
de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de 
la sociedad».

4. ¿Qué se entiende por «Justicia juvenil restaurativa /
 reparadora»?
A menudo, la noción de justicia restaurativa/repara-
dora es presentada en términos de estado de ánimo, 
actitud, incluso de normas y principios, en oposición 
con la justicia represiva/retributiva. La justicia restau-
rativa/reparativa pretende restaurar el equilibrio en 
las relaciones dañadas entre la víctima, el autor de la 
infracción y la comunidad. Este enfoque de la justicia 
favorece soluciones que reparan los daños, reconcilian  
a las partes involucradas y restauran la armonía en 
la comunidad, mientras que la justicia retributiva/
represiva se limita al tratamiento de la infracción por 
una pena prevista por la ley, sin integrar, ante todo, 
la noción de «mejor interés» de la víctima, del autor, 
ni de la comunidad.

En la Declaración final del «Congreso Mundial sobre Jus-
ticia Juvenil Restaurativa» (6), organizado por Terre des 
hommes, se define de la siguiente manera: La justicia 
juvenil restaurativa es una manera de tratar con niños y 
adolescentes en conflicto con la ley, que tiene la finalidad 
de reparar el daño individual, social y en las relaciones 
causado por el delito cometido. Este objetivo requiere un 
proceso en el que el agresor juvenil, la víctima y, de ser 
el caso, otros individuos y miembros de la comunidad, 
participen juntos activamente para resolver los problemas 
que se originan del delito. No existe un sólo modelo para 
la práctica del enfoque de la justicia restaurativa. (...) El 
resultado de este proceso incluye respuestas y programas 
tales como la reparación, restitución y el servicio comuni-
tario, orientados a satisfacer las necesidades individuales y 

colectivas y las responsabilidades de las partes y a lograr 
la  reintegración de la víctima y el agresor.

Extractos del «Manual sobre los programas de justicia 
restaurativa» (UNODC7) : (…) La justicia reparadora 
es un método de resolución de problemas que, en sus 
diferentes formas, asocia a la víctima, el delincuente, las 
redes sociales, los organismos judiciales y la comunidad. 
Se basa en el principio fundamental según el cual el 
comportamiento criminal no sólo viola la ley, sino que 
también lesiona a las víctimas y a la comunidad. (...) Por 
justicia reparadora se entiende un proceso por el cual 
se combate la delincuencia reparando el mal causado a 
las víctimas, haciendo a los delincuentes responsables 
de sus actos y, a menudo, asociando a la comunidad en 
la resolución del conflicto. La participación de las partes 
es un aspecto esencial de este proceso, que subraya el 
establecimiento de una relación, en base a la reconciliación 
y la búsqueda de un acuerdo entre las víctimas y el delin-
cuente. Este método puede adaptarse a diversas culturas 
y a las necesidades de diferentes comunidades. (...)
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Notas de la sección I
1   El termino «niño» será empleado en el texto con el mismo sentido dado por el Art. I de la Convención sobre los Derechos del Niño: «[…] se 

entiende por niño a todo ser humano de menos de dieciocho años, salvo que la mayoría de edad se alcance antes, en virtud de la legislación 
se le puede aplicable.». En este sentido, el texto no hará énfasis sobre las diferencias conceptuales entre «niño», «menor» y «adolescente» 
dadas las diferencias legislativas entre los países de intervención de Terre des hommes. De hecho, éstos tienen consideraciones variadas 
acerca de las edades que definen jurídicamente los pasos de niño/a a adolescente y de adolescente a adulto. Por otra parte, la opción del 
género masculino tiene por único objetivo alivianar el texto.

2   En «L’Intérêt Supérieur de l’Enfant - De l’Analyse Littérale à la Portée Philosophique» - Jean Zermatten - 2003)

3   (Penal Reform International).

4  Convención sobre los Derechos del Niño: http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc.htm

5   Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing - 1985) 
 http://www2.ohchr.org/spanish/law/reglas_beijing.htm

6 http://www.congresomundialjjrperu2009.org/eparatrice.pdf

7   Traducido de la versión francesa http://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/Programme_justice_reparatrice.pdf
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PROCEDIMIENTO PENAL
POLICIAL ARBITRARIO

DETENCIÓN PREV.
DEMASIADO SISTEMÁTICA

AUDICIÓN E 
INTERROGATORIO 

IMPROVISADOS

MALTRATO Y VIOLENCIA

EXPEDIENTE INDIVIDUAL
INCOMPLETO

PRESION JERÁRQUICA Y
DE LAS VÍCTIMAS

POLICÍA DETENCIÓN
PROVISIONAL

ACCIÓN DIRECTA  
•	 Acompañamiento psicosocial del niño
•	 Preparación del niño para el 
 procedimiento
•	 Garantizar la defensa del niño y la 
 regularidad del procedimiento
•	 Completar el exped. individual

NIÑO

FAMILIA

AS. SOCIAL

ABOGADO

POLICÍA

FISCAL

JUEZ

VICTIMA 

COMMUNIDAD

ADM. PENIT.

USO DEMASIADO
SISTEMÁTICO

DURACIÓN ARBITRARIA
O INACEPTABLE

MALTRATO Y VIOLENCIA

MALTRATO Y VIOLENCIA

NIÑO NO INFORMADO

ACCIÓN DIRECTA  
•	 Seguimiento de la legalidad del 
•	 procedimiento y de las condiciones de 

detención preventiva
•	 Investigación social
•	 Seguimiento psicosocial del niño y de 
 su familia

FORMACIÓN 
•	 Derechos del niño
•	 Interrogatorio, registro
•	 Prevención de actos violentos
•	 Protocolo audición menores
•	 Promoción de diversiones posibles
•	 Conciliación agresor-victima
•	 Contenido del exped. individual

FORMACIÓN 
•	 Derechos del niño detenido
•	 Promoción de las alternativas a la 
 detención provisional
•	 Legalidad y condiciones de detención
•	 Prevención maltrato y violencia

Modelo de acción - Justicia para los niños en conflicto con la ley
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PROCESO EJECUCIÓN DE LAS PENAS
Y MEDIDAS

ACCIÓN DIRECTA  
•	 Alegatos
•	 Investigaciones psicosociales

ACCIÓN DIRECTA  
•	 Seguimiento de la legalidad y de las 

condiciones de la detención
•	 Seguimiento psicosocial del menor
•	 Preparación del enfoque comunitario 
 de reintegración

FORMACIÓN
•	 Derechos del niño
•	 Justicia restaurativa
•	 Mediación penal
•	 Practica de puertas cerradas
•	 Ventajas e inconvenientes de 
 las alternativas
•	 Seguimiento de las decisiones

PENAS PRIVATIVAS DE
LIBERTAD DEMASIADO

SISTEMÁTICAS

COMPETENCIAS MUY
LIMITADAS SOBRE LA

JUSTICIA DE MENORES

DURACIÓN INACEPTABLE 
DE PROCEDIMIENTO

LEGALIDAD Y CONDICIONES 
DE DETENCIÓN

ABANDONO PSICOSOCIAL

INSTITUCIONES NO 
ADAPTADAS

PERSONAL SIN FORMACIÓN

MALTRATO Y VIOLENCIA EN 
INSTITUCIONES

FORMACIÓN 
•	 Derechos del niño
•	 Alternativas a la detención
•	 Preparación del niño para la 
 reintegración
•	 Participación del niño
•	 Prevención de la violencia en 
 instituciones
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5. Principios generales   
Un enfoque-derechos basado en la 
Convención sobre los derechos del niño 
(1989)    
«Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de 
quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien 
se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a 
ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido 
de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño 
por los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y 
la importancia de promover la reintegración del niño y de 
que éste asuma una función constructiva en la sociedad». 
Artículo 40 – Cf. también el Artículo 37. 

Cf. : Observaciones generales Nº 10 del Comité de 
Derechos del Niño (OG 10):
(...) los Estados Partes tratarán de promover medidas 
en relación con los niños de quienes se alegue que han 
infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare 
culpables de haber infringido esas leyes que no supon-
gan un recurso a procedimientos judiciales, siempre que 
sea apropiado y deseable.  Teniendo en cuenta que la 
mayoría de los niños delincuentes sólo cometen delitos 
leves, deberán estar previstas una serie de medidas que 
entrañen la supresión del procedimiento penal o de justicia 
de menores y la reorientación hacia servicios sustitutorios 
(sociales) (es decir, remisión de casos), que pueden y 
deben adoptarse en la mayoría de los casos.(...) 

La justicia es la expresión de la soberanía 
del Estado   
La finalidad de un programa para niños en conflicto 
con la ley es instaurar una cultura operativa de la justicia 
juvenil, incluso fuera y más allá de la presencia perma-
nente y activa de Terre des hommes.  Esta estrategia a 
largo plazo es, a la vez, el objetivo final de la Fundación 
y la única posibilidad de perennidad de su acción.

Los programas de Justicia juvenil están administrados 
por actores gubernamentales: Terre des hommes sólo 
interviene a veces en la selección de actores sociales 
(asistentes sociales, psicólogos, educadores), ya sea 
directamente o por intermedio de una ONG nacional 
si existiera. Terre des hommes  también interviene 
en la remuneración de abogados especializados en 
justicia juvenil, entendiéndose sin embargo que pro-
gresivamente, la ayuda judicial, siempre prevista por 
la ley nacional, sea garantizada por el Ministerio de 
Justicia o la autoridad competente.
 

De la ayuda directa al fortalecimiento de 
estructuras nacionales
Como en otras partes de su acción en el pasado, Terre 
des hommes empezó iniciando una acción directa bajo 
su propia responsabilidad, en el marco de un convenio 
con el Ministerio involucrado. Después, progresiva-
mente, la acción comprende el fortalecimiento de las 
competencias nacionales, ya sea del personal nacional 
asalariado como del personal de la ONG nacional-
asociada, para desembocar en el reforzamiento de las 
estructuras nacionales, públicas o privadas, a fin de 
incitar a las autoridades a crear los servicios necesarios 
y a formar a los funcionarios involucrados, incitando a 
las autoridades a crear los programas y servicios necesa-
rios y a formar a los funcionarios involucrados. Este 
objetivo tiene que ser incluido desde la concepción 
del programa. 

Condiciones de la perennidad de un 
programa de Justicia juvenil  
Desde el ángulo de los objetivos, la perennidad de un 
programa para niños en conflicto con la ley supone 
a largo plazo: 
•	 que las leyes estén en conformidad con las normas 

internacionales;
•	 que la práctica de la defensa de los niños sea conside-

rada como necesaria y eficaz;
•	 que los magistrados y funcionarios especializados estén 

formados en los derechos de los niños;
•	 que los servicios públicos y/o las ONG nacionales imple-

menten medidas alternativas;
•	 que el control de las condiciones de detención sea efec-

tuado de manera regular y transparente;
•	 que el documento final de planificación estratégica del 

programa sea realista y resulte de una reflexión común 
con todos los participantes.

La perennidad por la solidez de la red  
Es raro que en un país, ninguna estructura pública o 
privada asuma todo o parte de uno o varios de sus 
objetivos. El análisis situacional permite identificar 
quiénes son los actores eficaces, para que la inter-
vención de Terre des hommes se defina, de acuerdo con 
las autoridades competentes (Fiscal General, Ministerio 
de Justicia, del Interior y Asuntos Sociales).

La perennidad también depende de la articulación del 
programa entre los servicios del Estado y de la sociedad 
civil: una forma de perennidad consiste en incitar la 
constitución de una «Asociación/Coalición/Consorcio 
Nacional para la justicia juvenil», cuyo objetivo «corpo-
rativista» es mantener el contacto entre las personas 
y los funcionarios del Estado involucrados, a través 
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de lazos individuales, a menudo iniciados durante las 
formaciones repetidas organizadas por Tdh. También 
es deseable asociar a estos, de derecho, a los alumnos 
de las Escuelas Nacionales de la Magistratura y de la 
Policía. Incluso en caso de jubilación institucional de 
Tdh del país involucrado, siempre es posible mantener 
el contacto en red de intercambio y de peritaje, mante-
niendo lazos permanentes con programas extranjeros 
que tengan objetivos similares.

La perennidad tiene que ser considerada únicamente 
bajo múltiples aspectos: 
•	 la formación adquirida por los funcionarios naciona-

les es «definitiva» y tiene que ser considerada como 
una «plusvalía». A menudo un ciclo de formacio-
nes desemboca en una red de relaciones personales 
establecidas de manera duradera entre los actores 
nacionales y los expertos internacionales, incluso 
si los primeros, con frecuencia son callados;

•	 contribución de Terre de hommes a mejorar leyes y 
procedimientos tiene que ser considerada como un 
beneficio sostenible, sobre todo, si Terre des hom-
mes a creado/animado un colectivo de ONG. 

La perennidad de un programa también supone que 
todas las etapas y todos los compromisos sean forma-
lizados por convenios, acuerdos, «MoU» («Memoran-
dos de Entendimiento») escritos. Idealmente, un solo 
Convenio marco, firmado conjuntamente por uno 
o varios Ministros involucrados permite no contar 
exclusivamente con las buenas relaciones informa-
les establecidas con personas en el ejercicio de sus 
funciones. 

La perennidad por la solidez y la diversidad 
de los financiamientos  
La perennidad de un programa en manos de una 
ONG nacional está más segura si la ONG consigue 
los medios para diversificar sus fuentes de financiamiento 
y no depender de los riesgos de un «donante único». El 

retiro del financiamiento de Terre des hommes corre 
el riesgo, sin embargo, de incitar a los responsables de 
la ONG a dedicar su tiempo y energía a la búsqueda 
de fondos, en detrimento del seguimiento cotidiano 
y de la calidad de los programas («menos calidad» = 
«menos atractivo» para los donantes, etc.). Entonces 
hay que velar para que en el seno de la ONG nacional, 
no sea la misma persona la que asuma la Dirección 
de programas de la ONG y las tareas de búsqueda 
de fondos. También sucede que algunos financistas 
institucionales están dispuestos a financiar actividades 
de una ONG nacional, con la condición de que la orga-
nización extranjera ofrezca una suerte de «garantía» 
de la calidad y la eficacia de las acciones. Al respecto, 
Terre des hommes puede jugar un rol fundamental, 
pero temporal, de diálogo entre las tres partes, de for-
talecimiento de la calidad de los lazos institucionales, sin 
por ello nunca considerarse indispensable. 

La perennidad por el arraigo comunitario  
También es importante adaptar las ambiciones al con-
texto cultural y técnico del país: los inputs de Tdh no 
deben suponer una competencia nacional demasiado 
sofisticada, sin crear una nueva dependencia del exte-
rior (por ejemplo en el campo informático).  

La justicia reparadora al atribuirle un rol esencial al 
ambiente comunitario del niño, supone un lenguaje 
adaptado, una especial paciencia en la capacidad de 
escucha de los actores comunitarios (no estatales), sobre 
las costumbres tradicionales, sobre la parte psicosocial 
del seguimiento del niño y de su familia, la «traducción» 
de los procedimientos legales ante grupos susceptibles 
de favorecer la reintegración del niño a su ambiente son 
esenciales. Queda pendiente probar la superioridad 
de la productividad social occidental en materia de 
integración de los niños...

6. Promoción de las alternativas a la privación de libertad
Las alternativas pueden intervenir tres 
veces durante el procedimiento
•	 antes del inicio del procedimiento: la desjudicializa-
ción permite la resolución extrajudicial del conflicto. 
Fiscales especializados y en algunos casos policías muy 
formados pueden arreglar el problema sin desenca-
denar el proceso judicial. 

•	 durante el procedimiento: el procedimiento jurídico 
se suspende para permitir la búsqueda de una alter-
nativa y si esto resulta, el juez archiva el caso.
•	 después del procedimiento: o el niño reconocido 
culpable no es sancionado o el niño es condenado a 
una pena, pero ésta se suspenderá para permitir la
búsqueda de alternativas.
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Indicadores cuantitativos9

Los indicadores cuantitativos I a II exigen la recolec-
ción de informaciones numéricas sobre los niños en 
conflicto con la ley. Estos indicadores buscan medir 
los aspectos del sistema que puedan expresarse en 
cifras. Para facilitar las comparaciones entre países y 
permitir seguir los cambios en el tiempo, muchos de 
los indicadores cuantitativos miden los porcentajes 
o el número de niños por 100000 de la población 
total de niños del país. Los indicadores cuantitativos 
también miden la duración durante la cual los niños 
están en contacto con el sistema.

•	 Niños en conflicto con la ley: número de niños deteni-
dos /100 000 niños, en 12 meses.
•	 Niños privados de libertad por cada 100 000 niños.
•	 Niños privados de libertad antes de la sentencia  por 
cada 100 000 niños. 
•	 Duración de la privación de libertad antes de la sen-
tencia: duración de la detención de los niños antes del 
juicio.    
•	 Duración de la privación de libertad impuesta por la 
sentencia: duración de la detención después del juicio. 
•	 Separación de los adultos: porcentaje de los niños 
detenidos no separados de los adultos. 

•	 Las alternativas pueden combinarse entre sí, acom-
pañadas –o no- de medidas de asistencia educativa y 
siempre son reversibles por la autoridad que toma 
las decisiones. 

En la etapa de la Comisaría de Policía y 
durante la etapa de instrucción (1):   
•	 Advertencia/reprimenda, amonestación.
•	 Archivamiento sin continuación o bajo condición.
•	 Mediación penal/reparación.
•	 Libertad provisional con o sin colocación/libertad 

perjudicial.
•	 Entrega a los padres.
•	 Colocación familiar provisional.
•	 Colocación institucional provisional.
•	 Llamada de atención.
•	 Control judicial

El asunto de la detención provisional
La detención provisional (denominación que se prefiere 
a «detención preventiva») no puede ni debe, en ningún 
caso, considerarse como una pena –de hecho- antes 
del juicio, aunque éste tenga en cuenta, en sus con-
siderandos, la duración de la detención provisional 
efectivamente realizada. La detención provisional no es 
una sanción sino, sólo, un medio de procedimiento. Sólo 
se impone para las necesidades de la investigación 
penal. Busca prevenir la colusión y el peligro de fuga, 
pero antes de juicio, por principio –de buen sentido- se 
presume la inocencia del niño.  

Cf. Reglas de Beijing: «Sólo se aplicará la prisión pre-
ventiva como último recurso y durante el plazo más breve 
posible». 

•	 13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitu-
torias de la prisión preventiva, como la supervisión estricta, 
la custodia permanente, la asignación a una familia o el 
traslado a un hogar o a una institución educativa. (…) 

•	 13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva 
estarán separados de los adultos y recluidos en establec-
imientos distintos o en recintos separados en los estab-
lecimientos en que haya detenidos adultos. 

•	 13.5 5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores 
recibirán cuidados, protección y toda la asistencia -- social, 
educacional, profesional, sicológica, médica y física -- que 
requieran, habida cuenta de su edad, sexo y características 
individuales.»

En la etapa del juicio y la ejecución de 
la pena8    
Cf. Reglas de Beijing:    
•	 «7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán garan-

tías procesales básicas tales como la presunción de ino-
cencia, el derecho a ser notificado de las acusaciones, el 
derecho a no responder, el derecho al asesoramiento, el 
derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho 
a la confrontación con los testigos y a interrogar a éstos y 
el derecho de apelación ante una autoridad superior».  

En esta etapa, las alternativas son las siguientes: 
•	 Amonestación/advertencia/reprimenda.
•	 Aplazamiento o sentencia suspendida.
•	 Remisión condicional simple o con puesta a prueba.
•	 Multa con o sin remisión condicional.
•	 Libertad vigilada/con puesta a prueba.
•	 Liberación condicional.
•	 Trabajo de interés general o trabajo comunitario.

7. Los indicadores en Justicia juvenil  
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•	 Contacto con padres y familiares: porcentaje de niños 
detenidos que han recibido una visita de sus padres, su 
tutor u otro adulto miembro de la familia, durante los 
últimos 3 meses. 
•	 Sentencias privativas de libertad: porcentaje de niños 
juzgados condenados a una pena privativa de libertad. 
•	 Remisión previa a la sentencia: porcentaje de todos 
los niños desjudicializados o condenados que participan 
en un programa de desjudicialización antes del juicio. 
•	 Atención después de la puesta en libretad: porcentaje 
de niños liberados que gozan de un acompañamiento 
post detención.

Indicadores de políticas generales
Los indicadores de políticas generales (medidas en 
base a un baremo de notas que van de I a 4) tienden 
a determinar si cuatro elementos de importancia 
particular para la eficacia de la justicia juvenil están 
consagrados por las leyes o políticas nacionales: el 
grado de especialización del sistema judicial para 
niños, las medidas adoptadas por los países a título 
preventivo.

Los indicadores de políticas generales también se 
refieren a dos importantes garantías para los niños 
detenidos: la posibilidad para los niños de quejarse/
poner un recurso sobre la manera como son tratados en 
detención, ante un órgano independiente y la existencia de 
un sistema de inspecciones independientes de los lugares 
de detención.

•	 Inspecciones periódicas independientes: existencia 
de un sistema que garantice una inspección periódica 
independiente de los lugares de detención: porcentaje 
de lugares de detención que han recibido una visita 
independiente de inspección durante los últimos 12 
meses.
•	 Mecanismos para atender quejas: existencia de un 
sistema de quejas para los niños detenidos; porcentaje 
de lugares de detención donde existe un sistema de 
quejas. 
•	 Un sistema especializado de justicia juvenil: esto 
comprende el marco legislativo nacional y las políticas 
seguidas en aplicación de este marco legal. 
•	 Prevención: existencia de un plan nacional de pre-
vención de la delincuencia juvenil.

Los indicadores anteriores permiten tomar una foto-
grafía de la situación global de un sistema judicial 
nacional en un momento dado. Pero otros indica-
dores permiten conocer los datos esenciales para 
definir objetivos, métodos de trabajo y contenidos 
de formación. Estos permiten a los actores públicos 

y privados disponer de las herramientas necesarias 
para la evaluación de su trabajo.

Indicadores cuantitativos complementarios
•	 porcentajes respectivos de los niños que benefician de 

una decisión; 
•	 de seguimiento en un medio abierto;  
•	 de colocación fuera de su familia;  
•	 de colocación en institución cerrada; 
•	 de encarcelamiento (distinguiendo la detención pre-

ventiva y después del juicio); 
•	 porcentaje de las infracciones cometidas por los niños 

sobre el total de la población penal;  
•	 porcentajes comparativos de las reincidencias (en el año 

siguiente a la ejecución de una sanción) dependiendo 
de si los niños han sido encarcelados o han gozado 
de alternativas a la privación de libertad;

•	 porcentaje de penas de prisión con remisión condicional 
del conjunto de las sanciones dictadas; 

•	 porcentajes respectivos de primo-delincuentes y de 
reincidentes sancionados con encarcelamiento;

•	 porcentajes respectivos de las medidas alternativas, 
de las medidas educativas, y de las sanciones no espe-
cíficas a los niños (encarcelamiento, multas, trabajo 
de interés general);

•	 número de posibilidades que ofrecen los servicios públicos 
para los «Trabajos de interés general»;

•	 número de casos individuales seguidos por asistentes 
sociales en el año;

•	 existencia de un sistema de recolección y de manejo de 
los datos relativos a cada caso individual permitiendo a 
los diferentes actores disponer rápidamente de las 
informaciones que necesitan, respetando al mismo 
tiempo la confidencialidad.

Indicadores complementarios de 
política general orientados esencialmente 
a alimentar los argumentos de promoción
•	  comparación presupuestal entre el costo de los encar-

celamientos de niños y los de las medidas alternativas no 
institucionales; 

•	 naturaleza y validez de las objeciones formuladas por 
las autoridades (incluido el legislador); 

 a) para el establecimiento de un sistema específico  
  de justicia juvenil;
 b) para la promulgación de una ley específica que 
  mencione las alternativas a la privación de liber- 
  tad, según las normas internacionales; 
•	 existencia de una coalición de ONG y de actores de la 

sociedad asociados a una estrategia específica de pro-
moción en justicia juvenil ante algunas autoridades;

•	 existencia de un procedimiento de seguimiento de las 
recomendaciones generales del Comité de derechos del 
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niño («Observación General No 10») así como de las 
recomendaciones específicas del país involucrado;

•	 existencia de un módulo de formación en los derechos del 
niño a nivel de las formaciones iniciales universitarias 
(Facultad de derecho, estudios sociales, etc.) como de 
las Escuelas Nacionales especializadas (Magistratura, 
Policía, Gendarmería, Personal penitenciario);

•	 existencia de una política de formación continua de los 
actores de justicia  en lo que se refiere al tratamiento 
de los niños en conflicto con la ley;

•	 grado de colaboración entre los Ministerios involucrados 
en la justicia juvenil: Ministerio de Justicia, del Interior, 
de Asuntos Sociales, de Salud, de Educación y a veces 
de Defensa (Ej.: formaciones multidisciplinarias) ;

•	 grado de respeto de los derechos de niños encarcelados 
a la salud, la educación, la práctica religiosa de su 
elección, a la formación profesional, etc.

8. Posicionamiento internacional de Tdh
Coordinaciones regionales
Terre des hommes se ha comprometido decididamente 
a desarrollar un enfoque regional en materia de segui-
miento y apoyo en justicia juvenil. Los conocimientos y 
experiencias acumulados en varios países africanos han 
permitido detectar y formar profesionales nacionales 
de justicia juvenil, a partir de ahora perfectamente 
capaces de asegurar un rol de persona-recurso en 
la planificación estratégica y en las formaciones de 
los actores públicos y privados en justicia juvenil en 
África francófona. El mismo procedimiento se ha 
llevado a cabo a nivel de América del Sur y América 
Central. Sin embargo, el apoyo de expertos inter-
nacionales extranjeros siempre es útil y deseado 
por los nacionales, especialmente para transmitir la 
capitalización de las lecciones aprendidas en otros 
continentes y culturas, a partir de las normas inter-
nacionales comunes.

«Panel Internacional Justicia Juvenil»
Desde el 2004, Terre des hommes es miembro del 
Grupo Inter institucional sobre la Justicia de los menores 
(denominado también «Panel Internacional JJ»), estruc-
tura de coordinación basada en una Resolución del 
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 
(ECOSOC) que reúne Agencias de Naciones Unidas 
y de las ONG activas en el campo de la justicia juvenil 
a nivel internacional (o como mínimo regional). Busca 
coordinar las intervenciones de los miembros en el campo 
de la justicia juvenil en los países de intervención, a fin de 
evitar las duplicaciones y reforzar la complementariedad.. 
Si es necesario, pone en contacto permanente a las 
personas claves de la justicia juvenil en las principales 
organizaciones especializadas. El sitio web del grupo 
pone a disposición todos los documentos de asisten-
cia técnica en justicia juvenil, en tres idiomas (inglés, 
francés, español): www.juvenilejusticepanel.org 

Promoción internacional
En el marco de su red internacional de contactos, 
instituciones y expertos, Tdh quiere contribuir al 
desarrollo de la promoción internacional de la justicia 
juvenil, teniendo en cuenta especialmente la tendencia 
general a la criminalización de los niños desfavoreci-
dos, a la eliminación de la justicia juvenil  especializada, 
en beneficio de políticas de seguridad puramente 
represivas, y a la disminución de los presupuestos 
de los Estados en este campo considerado, por la 
opinión pública, como no prioritario. Es esencial para 
la justicia juvenil, como para todas las demás obras 
y objetivos, trabajar en red internacional, por razones 
de conocimiento y experiencia, de coordinación y credi-
bilidad ante algunos gobiernos. Después de un primer 
Congreso Mundial sobre Justicia Juvenil Restaurativa, 
organizado por Terre des hommes en Lima (Perú) en 
noviembre de 2009, seguirá un segundo Congreso 
Mundial en el 2013.  
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Notas de la sección II
8  Las definiciones complementadas con las ventajas e inconvenientes de las diferentes alternativas figuran en los Anexos.

9  «Manual para cuantif icar los indicadores de la justicia de menores» - UNICEF/UNODC 2008
 http://www.juvenilejusticepanel.org/resource/items/U/N/UNODCUNICEFManualMJJindicators08_ES.pdf 
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La participación del niño
El Artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 
del niño dispone que: «Los Estados Partes garantizarán 
al niño que esté en condiciones de formarse un juicio pro-
pio el derecho de expresar su opinión libremente en todos 
los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente 
en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad 
y madurez del niño.» 

La participación del niño refuerza el carácter pertinente 
y adaptado de las decisiones tomadas sobre los asuntos 
que le conciernen: ésta obliga a los adultos a adaptarse a 
su nivel de lengua y de comprensión, condición necesaria 
de toda reinserción futura.

El éxito de la reinserción de un niño condenado no 
es el simple resultado de acciones, incluso las mejo-
res, implementadas por los actores que actúan en su 
interés, hasta de buena fe. Un niño en conflicto con la 
ley es como todos los seres humanos: él/ella sólo cambiará 
si él/ella encuentra interés en ello. 

Hay que distinguir varias nociones: el interés del niño, 
el deseo del niño, la necesidad del niño, el derecho 
del niño. Un niño puede tener una necesidad que 

no expresa como deseo, ignorando totalmente sus 
derechos y siendo incapaz de ver su interés a largo 
plazo.

Estas nociones, no sólo, no deben ser confundidas, 
sino que, a veces, son irreconciliables. La participa-
ción del niño no debe, en ningún caso, ser conside-
rada como una actitud demagógica: no hay ningún 
espíritu de rehabilitación, si el niño no comprende 
el por qué y el cómo planificamos para él, con él (y 
con o sin su familia), si no puede expresarse y si no 
puede defenderse de que se le impongan decisiones 
arbitrarias o indignas (que tenga o no tenga razón de 
recibir como tales). La participación de un niño en los 
procedimientos que le conciernen no elimina, en nada, 
la responsabilidad de los adultos de tomar decisiones: 
sin embargo, toda decisión que se tome sin haber inte-
grado la etapa de escucha y de diálogo con el niño, está 
condenada al fracaso.

El Comité de Derechos del Niño, en su «Observación 
General Nº 12»9 (párrafo 34), precisa: «No se puede 
escuchar eficazmente a un niño cuando el entorno sea 
intimidatorio, hostil, insensible o inadecuado para su edad.  
Los procedimientos tienen que ser accesibles y apropia-

9. Eje legislativo
«En el mundo, el estatus jurídico de los programas de 
justicia reparadora varía considerablemente, algunos están 
consagrados por la ley y otros no tienen ningún estatus 
oficial. (…) (Ya que) la ley sobre la determinación de 
las penas (autoriza) las penas diferidas, las penas con 
remisión condicional y los trabajos de interés general, el 
espacio creado permite recurrir a la justicia reparadora» 
(UNODC). 

Aunque la reglamentación no ha sido necesaria para 
crear muchos programas de justicia reparadora, sin 
embargo, es deseable que el procedimiento sea codi-
ficado para los niños en conflicto con la ley –aunque 
sólo fuera «para crear una incitación legal a recurrir a 
los programas de justicia reparadora». Hay que evitar 
que la desjudicialización o desviación de la atención 
no traiga como consecuencia, incluso de buena fe, 
procedimientos o compromisos arbitrarios que per-
mitan manipular al niño o la víctima. Desjudicializar 
–evitar un procedimiento penal- no consiste en permitir 
lo arbitrario (manipular o forzar el consentimiento 

del niño) lo que sería a priori más fácil que en el 
marco de procedimientos reparadores entre adultos.

Sin embargo, en muchos países, la mejora de las leyes es 
un desafío político y la obra jurídica es aleatoria. Entonces 
es necesario, en primer lugar, trabajar con lo que se 
tiene y con lo que existe, antes de querer cambiar 
las cosas: ninguna ausencia de ley tiene que servir de 
pretexto o de fatalidad para no innovar, en términos de 
alternativas a la prisión para los niños. La presión de 
la opinión pública es demasiado a menudo presentada 
como pretexto al procedimiento represivo, en parti-
cular, para los delitos menores cometidos por delin-
cuentes primarios: un Ministerio de Justicia Nacional 
siempre puede iniciar proyectos piloto, con miras a 
una modificación posible de la ley. En efecto, la ley 
nacional siempre prevé, al menos a través de ciertas 
formulaciones, la posibilidad de desarrollar medidas 
alternativas a la detención, que también puedan inspi-
rarse en prácticas locales o de costumbre que existen en 
la materia – lo que no significa que los castigos que 
provienen de la costumbre, básicamente corporales, 
siempre sean aceptables hoy en día.

10. Eje de seguimiento de los niños infractores
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dos para los niños.  Debe prestarse especial atención al 
suministro y la transmisión de información adaptada a los 
niños, la prestación de apoyo adecuado para la defensa 
de los intereses propios, la debida capacitación del per-
sonal, el diseño de las salas de tribunal, la vestimenta de 
los jueces y abogados y la disponibilidad de pantallas de 
protección visual y salas de espera separadas».

La coherencia, credibilidad y eficacia de un pro-
grama para niños en conflicto con la ley suponen 
que el trabajo educativo comienza desde los primeros 
contactos con el niño y a partir del interrogatorio en la 
comisaría. El reconocimiento, por el niño, de su acto 
y sus consecuencias, su acuerdo para discutir diferen-
tes formas posibles de reparación/conciliación son 
determinantes, durante la investigación, con miras 
a la comparecencia en la audiencia del juicio, para 
argumentar sobre las posibilidades alternativas con 
riesgo de detención provisional.  

Audición en la etapa del interrogatorio y el 
arresto
Además del policía y el niño, estarán presentes el 
asistente social y el abogado, eventualmente uno de 
los padres y/o una persona de confianza (cf. la ley 
nacional). El policía estará en libertad de ubicar a los 
participantes de la audición como le parece. Sería 
conveniente que fuera frente al niño, a fin de tener 
contacto visual permanente con él. El niño tiene que 
poder entrevistarse con su abogado y con su pariente 
antes de la audición.

Rol del asistente social con respecto al niño
El o la asistente social (A.S.) tiene que velar porque su 
presencia, en la comisaría, el juzgado o la cárcel, no 
sea relacionada inmediatamente por el niño a la función 
represiva de la sociedad. Aunque la relación que se esta-
blece no es una relación de autoridad sino de escucha 
el A.S. tiene que hacerle tomar conciencia al niño 
sobre las consecuencias de sus actos: paralelamente a la 
investigación social, la escucha del niño es esencialmente 
para ubicar las posibilidades de que el niño se revalorice 
a sus propios ojos y se convierta en actor:

•	 de la resolución del conflicto en el momento; 
•	 de su reinserción a largo plazo – con el riesgo, sin 

embargo, de que el niño rechace cualquier plan de 
reinserción o cambie de parecer de manera imprevisi-
ble, después de haber aceptado inicialmente colaborar 
con el asistente social.

Con el tiempo, es importante que el niño llegue a 
evaluar por sí mismo sus capacidades y las posibi-

lidades de éxito de un procedimiento diferente al 
de la delincuencia. En el seguimiento de los niños 
encarcelados, el o la asistente social desempeña un 
rol determinante para mejorar el comportamiento 
del niño, de manera que aumente sus posibilidades 
de una liberación anticipada o condicional. 

La asistencia educativa
El enfoque educativo se define, de manera general, 
de la siguiente manera: «(...)la reintegración requiere 
que no se adopten medidas que puedan dificultar la plena 
participación del niño en su comunidad, por ejemplo la 
estigmatización, el aislamiento social o una publicidad 
negativa.  Para que el trato de un niño que tenga conflic-
tos con la justicia promueva su reintegración se requiere 
que todas las medidas propicien que el niño se convierta 
en un miembro de pleno derecho de la sociedad a la 
que pertenece y desempeñe una función constructiva 
en ella». (Ref. Nº 9: Observación General Nº 10 – 
Párrafo 29).

La asistencia educativa se define de manera más pre-
cisa: «Medida pronunciada por un juez de menores para 
proteger a un menor cuya salud, seguridad o moralidad 
estén en peligro o cuyas condiciones de educación se vean 
gravemente comprometidas. Ejemplo: maltrato, violencia, 
abuso sexual, fuga, prostitución, abandono, toxicomanía, 
etc. El menor puede ser dejado en el seno de su familia y 
seguido por un educador, confiado a una persona digna 
de confianza o ubicado en un establecimiento (hogar). (...) 
Puede mantener al niño en su familia. Entonces, designa 
a una persona o un servicio encargado de ayudar o de 
aconsejar al menor o a su familia. El juez puede subordinar 
el mantenimiento del niño en su medio a obligaciones 
particulares (por ejemplo, frecuentar regularmente un 
establecimiento sanitario o educativo)». (Fuente: Minis-
terio de Justicia - Francia11)

La escucha del niño 
En un procedimiento, la escucha de un niño no se impro-
visa, sea éste víctima o esté en conflicto con la ley. Un 
niño no está «en conflicto con la ley» sin haber vivido 
situaciones en las que sus derechos hayan sido, de una 
u otra manera, repetidamente burlados. La calidad 
de la audición del niño, stricto sensu, es esencial, 
aunque sólo sea una etapa del procedimiento. Cf. 
Observación General Nº 12 del Comité de Dere-
chos del niño:
(…)44. «Las opiniones del niño deben tenerse debida-
mente en cuenta, siempre que un análisis caso por caso 
indique que el niño es capaz de formarse un juicio propio.  
Si el niño está en condiciones de formarse un juicio propio 
de manera razonable e independiente, el encargado de 
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adoptar decisiones debe tener en cuenta las opiniones 
del niño como factor destacado en la resolución de la 
cuestión (...). Dado que el niño tiene derecho a que sus 
opiniones se tengan debidamente en cuenta, el encargado 
de adoptar decisiones debe informar al niño del resultado 
del proceso y explicar cómo se tuvieron en considera-
ción sus opiniones.  La comunicación de los resultados al 
niño es una garantía de que las opiniones del niño no se 
escuchan solamente como mera formalidad, sino que se 
toman en serio.  La información puede mover al niño a 
insistir, mostrarse de acuerdo o hacer otra propuesta o, 
en el caso de un procedimiento judicial o administrativo, 
presentar una apelación o una denuncia». (...)

Responsabilidad profesional y 
responsabilidad legal  
La responsabilidad de la implementación de las alter-
nativas a la detención no significa, en ningún caso, que 
el asistente social asume la responsabilidad legal del 
niño involucrado,  la misma que queda enteramente en 
sus padres, tutores o instituciones públicas a cargo.
     
El o la asistente social trabaja dentro de los límites de las 
decisiones definidas por el juez, según el convenio de 
trabajo establecido entre el Ministerio de Justicia y 
la ONG (nacional o internacional) que la emplea: el/
ella no dispone de ninguna delegación de poder legal, 
paralela o contraria a la autoridad paterna. 

El o la asistente social no debe considerar al niño 
como el «objeto» de su trabajo, sino escucharlo y 
darle seguridad. A través de una actitud de empatía 
del actor social y en un lenguaje accesible según la 
edad y la madurez del niño, éste tiene que «releer» 
los hechos cometidos, sus consecuencias y su respon-
sabilidad («poder responder a»). Pero el o la asistente 
también tiene que evaluar sus aptitudes, expectativas, 
bloqueos relacionales, su capacidad de comprender su 
interés a largo plazo, reconstruir su futuro y negociar un 
«contrato» cuando a menudo la única relación social 
que conoce (en la calle o en la prisión) es la relación 
de fuerza.

El o la asistente social tiene que conocer sus límites 
y poder recurrir a competencias externas (psicólogo, 
médico, etc.) y eventualmente aceptar una supervi-
sión. El ejercicio de la responsabilidad profesional del 
o la asistente social no debe provocar una dilatación 
del procedimiento judicial: comprende las siguientes 
tareas:

•	 Informar al niño sobre sus derechos y asegurarse de su 
identidad, edad, lugar de residencia, condiciones de 

vida y de las capacidades de su familia para participar 
en su reinserción.

•	 Asegurarse de que el abogado o abogada dispone de 
todos los elementos para la defensa del niño (y para el 
alegato si es necesario).

•	 Transmitir la investigación social al juez (asegurarse de 
que éste último la recibe). 

•	 Formular un plan de reinserción individual y analizar las 
condiciones objetivas (redes de competencias exte-
riores) de ese plan de reinserción, asociando al niño 
a las elecciones posibles (quizás es la primera vez que 
un adulto le propone a tal o cual niño una elección que 
le concierne), entendiendo que escuchar la opinión de 
un niño no significa automáticamente seguirla. 

•	 Asegurarse de que el niño se presenta a las audiencias 
de comparecencia o de juicio y que se somete a las 
instrucciones del juez, lo que supone que las ha com-
prendido y asimilado.

•	 Dar cuenta del seguimiento de las medidas decididas por 
el juez y de los eventuales problemas de aplicación. 

•	 Durante el seguimiento de la sanción alternativa deci-
dida por el juez, asegurarse de que en ningún caso 
el niño sea explotado bajo pretexto de que ejecuta 
una decisión de justicia.

Dificultades particulares del seguimiento           
La reinserción del niño es más difícil si el equipo 
abogado-a/asistente-a social no ha podido obtener 
una alternativa a la detención provisional. El niño, al 
considerarse inocente (lo que es legalmente exacto), 
puede ser reticente a cualquier enfoque de reinser-
ción. Pero también puede rebelarse, en particular si el 
tiempo de la detención provisional (con una duración 
desconocida) es percibido como una sanción real 
antes de cualquier juicio.

El o la asistente social difícilmente puede intervenir 
en las condiciones de detención, ni intervenir en la 
solicitud de liberación condicional o anticipada, que 
es el rol del abogado-a. 

La relación entre el asistente-a social y el personal 
penitenciario es importante: el personal penitenciario 
tiene que estar formado para analizar y dar cuenta 
del comportamiento del niño en la prisión.
             
El o la asistente social tiene que aceptar el inter-
cambio de experiencia en el equipo, la autocrítica 
y las posibilidades de supervisión que se ofrecen, 
así como el debate en equipo sobre la evaluación 
del éxito de una reinserción, cuyos criterios pueden 
variar según los países. También es esencial evaluar, 
en un «fracaso» de reinserción, lo que corresponde 
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por un lado a la actitud del niño y por el otro a las 
condiciones objetivas que se han implementado, a 
fin de que no se le achaque al niño toda la respon-
sabilidad del fracaso. 

De preferencia, se habla de inserción cuando el niño 
todavía está en contacto con su familia, la misma 
que puede jugar un rol determinante. Se habla de 
reinserción cuando el niño ya no tiene contacto con 
su familia.

Articulación entre los roles del abogado y 
del o la asistente social
El rol del abogado-a empieza desde el interrogatorio 
en la comisaría de policía, incluso con miras a un 
arreglo amigable, una conciliación, una reparación o 
una simple multa. 

El abogado-da tiene que velar por el respeto de los 
derechos del niño:
•	 el derecho a la presunción de inocencia hasta que se 

haya establecido legalmente su culpabilidad; 
•	 el derecho a estar informado inmediatamente y direc-

tamente de las acusaciones en su contra;
•	 el derecho a gozar de una asistencia jurídica o cualquier 

otra asistencia apropiada;
•	 el derecho a que su caso sea escuchado sin demora 

por una autoridad judicial competente, independiente 
e imparcial; 

•	 el derecho a no verse obligado a declararse culpable, ni 
tampoco de declarar;

•	 el derecho a interrogar o hacer interrogar a los testigos 
de cargo; 

•	 el derecho a hacerse asistir gratuitamente por un intér-
prete; 

•	 el derecho al pleno respeto de su integridad y a su vida 
privada en todas las etapas del procedimiento. 

El o la asistente social puede asumir este rol, con la 
condición de poder recurrir rápidamente, si fuera 
necesario, al abogado-da, especialmente al momento 
de la decisión de prolongación de la detención pro-
visional. 

La presencia del abogado-da y/o del o la asistente social 
en la Comisaría de Policía es determinante (incluso si el 
procedimiento los obliga al rol de «testigos mudos») 
por tres razones:
•	 el niño tiene que conocer sus derechos, en la medida 

de su capacidad y discernimiento;

•	 el interrogatorio tiene mejores posibilidades de  desarro-
llarse en condiciones de respeto de los procedimientos 
y de la persona del niño (no tolerar un interrogatorio 
«autoritario»);

•	 en muchos casos, la alternativa a la detención pro-
visional en la comisaría depende de la posibilidad de 
encontrar rápidamente a la familia.

El abogado-da tiene que velar por que todas las 
decisiones de justicia estén motivadas por el juez y por 
que la duración de un procedimiento no se transforme, 
de hecho, en negación de justicia: si no se respeta el 
plazo máximo de decisión, esto debería producir 
inmediatamente la liberación del niño involucrado. El 
abogado-da también tiene que respetar la aplicación de 
las leyes relativas a las compensaciones e indemnizaciones 
en caso de negación de justicia, que pueden constituir 
diversas formas de maltrato o de abuso durante la 
detención provisional o la detención, o la duración 
abusiva de la detención.
             
El abogado-da también tiene la función de evaluar la 
necesidad de obtener las puertas cerradas de la compa-
recencia o en la audiencia pública en el Juzgado, a fin de 
evitar la parálisis psicológica del niño y la estigmati-
zación del ambiente social sobre él y su familia. Pero 
también hay que velar porque las puertas cerradas no se 
usen como pretexto en la disimulación de  procesos arbi-
trarios o expeditivos, especialmente cuando la situación 
se ha mediatizado mucho: pueden haber situaciones 
extremas en las que –paradójicamente- la audiencia 
pública garantice mejor el respeto al procedimiento 
y a los derechos del niño, con el riesgo de la estig-
matización mencionada anteriormente.

Lugar y rol de la víctima  
El término víctima significa «persona que experimenta 
personal y directamente un perjuicio físico, moral o mate-
rial». (Derecho francés)

Un programa de justicia restaurativa, orientada a la 
mediación o a la reconciliación entre el agresor y 
la víctima, supone la participación voluntaria de la 
víctima, sin «revictimizarla» con encuentros directos 
con el niño: una mediación indirecta por un media-
dor o mediadora también es igualmente válida que 
la mediación directa. Una mediación con la víctima 
puede ocurrir antes de la lectura del juicio, cuando la 
conclusión de la mediación puede influir; como des-
pués del juicio o durante la ejecución de la medida,
con la posibilidad de acondicionar o incluso de reducir 
la pena, si la mediación da resultado.
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Especialización indispensable 
Una de las inversiones más sostenibles, para promo-
ver a largo plazo la Justicia juvenil es proponer a los 
ministerios la planificación de módulos de formación des-
tinados a los estudiantes de las Escuelas Nacionales de la 
Magistratura y/o de la Policía. 

Aunque en muchos países existe una Justicia juvenil y 
una policía formada en delincuencia juvenil, en ningún 

lugar existe una formación específica en la profesión 
de abogados para niños: una sensibilización en la justicia 
juvenil  entre los estudiantes de derecho de las Universida-
des y Facultades que permite despertar un interés específico 
en los futuros abogados. (Referencia Nº 9: «Observación 
General Nº 10» del Comité de los Derechos del Niño 
– Párrafo 28 y párrafo 92). 

 (...) La mediación, en la medida de lo posible, desemboca 
en una reparación y en una forma de compensación de 
las pérdidas de la víctima. No pasa siempre por un con-
tacto directo entre el delincuente y la víctima. En caso 
de contacto directo, a menudo se invita a la víctima a 
hablar primero, lo que le confiere la iniciativa. 

«El mediador ayuda a la víctima y al delincuente a llegar 
a un acuerdo que responda a las necesidades de las dos 
partes y que resuelva el conflicto. Cuando la mediación 
ocurre antes de la determinación de la pena, se puede 
comunicar al juzgado un acuerdo de conciliación negociado 
entre el delincuente y la víctima, para que sea tomado 
en cuenta en la pena o en las condiciones de suspen-
sión provisional de la pena». (...) – UNODC – Justicia 
reparadora).

Los daños experimentados por la víctima pueden ser de 
diferente naturaleza: física, corporal, psíquica, moral o 
económica. Es necesario que existan procedimientos 
logísticos, médicos, jurídicos, sociales o psicológicos 
(solos o combinados) para regresar a una forma de 
vida normal. Aunque los individuos disponen de una 
capacidad de recuperarse, denominada a veces resi-
liencia, un apoyo de un tercero o la pertenencia a una 
comunidad mientras sea compasivo, son factores que 
facilitan la recuperación de la víctima. La primera aco-
gida que una víctima recibe puede ser determinante para 
la buena evolución del restablecimiento espontáneo 
de su integridad y autonomía. La víctima puede ser 
un individuo o un grupo de individuos que se pueden 
identificar, pero la comunidad siempre se ve afectada 
directamente y sufre esta situación crónica.

Prevención de la violencia en todas las eta-
pas del procedimiento judicial    
«Se denomina violencia institucional toda acción o toda 
ausencia de acción cometida en o por una institución, que 
causa al niño un sufrimiento físico o psicológico inútil y 

/o que obstaculiza su evolución posterior». (Stanislaw 
Tomkiewicz, médico psiquiatra).

Los riesgos experimentados por el niño, ya sea en 
detención provisional, detención preventiva o en 
institución de colocación alternativa a la prisión, son 
similares: riesgos de atentados a la integridad física y 
psicológica de los niños, con o sin violencia, agresiones 
sexuales, negligencias, etc.

Es esencial implementar una cultura institucional abierta 
y receptiva para proteger a los niños y apoyar al perso-
nal. Los gestores elaboran una cultura de apertura y 
conciencia a través de la cual los empleados pueden  
plantear las inquietudes con relación al abuso del 
niño y tener la seguridad de una respuesta positiva 
de los gestores, con respecto a la propia inquietud 
y al apoyo eventual. Esta actitud permite proteger a 
los niños, proteger al personal y proteger a la institución. 
Esta cultura permite:
•	 Centrarse en el niño, escucharlo y respetar sus dere-

chos.
•	 Proporcionar oportunidades de diálogo/conversa-

ciones informales.
•	 Observar y reaccionar a los signos de preocupación 

y de estrés.
•	 Hacer evaluaciones/apreciaciones individuales regu-

lares.
•	 Saber recibir y transmitir las informaciones de manera 

clara y honesta.
•	 Saber tomar las decisiones necesarias.
•	 Manejar la confidencialidad sin cubrir las situacio-

nes.
•	 Manejar las relaciones entre los niños, con el perso-

nal, con la jerarquía, con la justicia y con la policía si 
es necesario.

11. Eje de formación de los actores 



Política temática de Terre des hommes en Justicia juvenil  - 3. Tdh en práctica

33

Algunas acciones preventivas son necesarias, en el seno de 
los establecimientos escolares, a través de los profeso-
res, en los barrios de riesgo, con la condición de que 
sean concebidas y coordinadas por actores pedagógi-
cos, sociales y judiciales nacionales, de manera que no 
culpabilice a los alumnos y estudiantes (presentación 
del derecho y de las leyes).

La experiencia muestra que las formaciones de los 
actores públicos en Justicia juvenil también tienen que 
ser multidisciplinarias: sólo hay progreso en justicia 
juvenil si las profesiones respectivas implicadas cono-
cen, a la vez, sus obligaciones y las posibilidades legales 
correspondientes. Este enfoque también permite evitar 
las interferencias intempestivas en las intervenciones 
de unos y otros: no hay que pedirle al abogado que 
haga el trabajo del asistente social, ni viceversa. Una 
verdadera cooperación sólo es posible si cada profesión 
sabe mantenerse en su lugar.

Los funcionarios de Policía y de Justicia que tengan que 
tratar con niños en conflicto con la ley deben velar 
por que ninguna decisión de procedimiento constituya 
una estigmatización, perjuicio, molestia o trauma-
tismo adicional. De esta manera, tienen que estar 
formados:
•	 en la acogida y la escucha de los niños;
•	 en las definiciones legales y la implementación de alter-

nativas a la detención;
•	 en la colaboración con los servicios socio-educativos.
•	 en el respeto a los derechos de la defensa.  
•	 en la protección de los niños contra todas las formas de 

privación, negligencia, tortura, violencia o tratamiento 
cruel, inhumano o degradante, incluida la violencia 
sexual de parte de adultos que tienen autoridad 
sobre ellos o de parte de otros detenidos, mayores 
o menores de edad.

Entre los actores, el juez es la persona clave del buen 
funcionamiento de la justicia juvenil. Todos los demás 
actores están sometidos a sus decisiones y a su con-
trol, desde el inicio del procedimiento (si no hay 
posibilidad de procedimientos extrajudiciales, como 
la desjudicialización) hasta el final de la ejecución de 
la sanción. Entonces, no puede haber formación de los 
actores de la justicia juvenil fuera de la presencia activa 
de los jueces.

«Mesas redondas» y «Talleres de 
sensibilización»
En algunos países es preferible empezar por una 
«Mesa Redonda» a invitación de Terre des hommes, 
de corta duración (uno o dos días), con o sin medios: 

ésta permite reunirse con los altos representantes del 
sistema policial, jurídico, penitenciario y de asuntos sociales 
y explicar por qué y con qué espíritu Terre des hommes  
quiere intervenir: mejorar el sistema administrativo 
y de justicia en pro del interés superior de los niños 
y ofrecer un complemento de formación sostenible 
con competencias nacionales o extranjeras.

Una «Mesa Redonda», a veces es la etapa previa 
necesaria para evitar el término de «formación» y 
para escuchar a las autoridades públicas sobre las 
necesidades prioritarias de formación para sus respec-
tivos funcionarios y ajustar, de esa manera, la oferta y 
la demanda. 

Objetivos de los cursillos de formación 
Un sistema de justicia juvenil sólo funciona y mejora 
si se invita a todas las profesiones involucradas, de 
una misma zona geográfica, a reunirse y a intercam-
biar ideas sobre las posibilidades y obligaciones de cada 
profesión, sobre las ventajas e inconvenientes de dichas 
mejoras, de las leyes y procedimientos. Las profesiones 
involucradas tienen que salir de una «guerra de trin-
cheras» donde cada uno defiende su territorio, para 
colaborar de manera natural.

El cursillo tiene que ser la oportunidad de conocer 
mejor conceptos y definiciones y de compartir un mismo 
lenguaje técnico y jurídico (a veces la suspensión pro-
visional y condicional de una pena se define como 
una alternativa a la detención, además, el servicio 
de suspensión provisional y condicional está ubicado 
en la prisión...). Los participantes tienen que recibir 
un documento técnico y jurídico, con las normas 
internacionales, en su idioma. 

Los cursillos tienen que incluir en su programa una 
visita a la prisión donde se envía a los niños en con-
flicto con la ley, en detención provisional o después 
del juicio. La experiencia nos muestra que es posible 
prever una jornada completa del cursillo en el local 
de la prisión –lo que permite a los guardias y a su 
jerarquía tener la ocasión de expresarse ante las otras 
profesiones.

A menudo, esta visita es la única ocasión para reunirse 
con los propios niños que son objeto de toda la for-
mación: esto les permite ver cómo los perciben los 
magistrados y los demás actores, teniendo estos 
últimos la posibilidad de dialogar con ellos, sin tener 
un rol de autoridad inmediata.
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Finalmente, lo ideal es que entre los cursillos de for-
mación, el equipo de Terre des hommes, conjuntamente 
con los miembros de los ministerios, de las ONGs 
locales y de la UNICEF pueda  visitar regularmente las 
cárceles en todo el territorio. La experiencia muestra que 
algunas mejoras sensibles y poco costosas han podido 
llevarse a condiciones de detención de niños, si las 
personas que garantizan estas visitas son las mismas 
que aquellas que animan los cursillos de formación. 
Estas visitas permiten constatar irregularidades en 
la detención de algunos niños.

En un campo igualmente sensible, el enfoque de cola-
boración y de formación de los actores del gobierno 
es esencial: en algunos casos, los medios tienen que 
ser invitados a participar en las visitas a las prisiones 
(lo que participa al objetivo de sensibilización de la 
opinión pública). Sin embargo, no es deseable que 
los medios asistan a todo el curso de formación: 
algunos participantes, jueces, fiscales, policías pueden 
no sentirse a gusto para abordar, en presencia de los 
medios, las preguntas prácticas o expresar su opinión 
sobre la mejora de las leyes.

¿A quiénes se dirigen los cursillos de 
formación?
Los cursillos de formación, que tienen que enmarcarse 
en una estrategia global a largo plazo, que implique 
el seguimiento de la aplicación, en el terreno, de las 
normas y procedimientos aprendidos, se dirigen prio-
ritariamente a los funcionarios de base, en contacto 
directo y permanente con los niños en conflicto con la ley 
y que tienen que encontrar –a menudo improvisar- 
soluciones. La formación en el campo de la justicia 
juvenil tiene que incluir la formación en las Escuelas 
Nacionales de Magistratura, las Escuelas Nacionales 
de Policía y, a veces, en los cuarteles, cuando los 
militares garantizan la seguridad de los centros de 
detención de niños.
 
La formación de personal penitenciario tiene que ser 
considerada una prioridad: los funcionarios de prisio-
nes, a menudo de calificación inicial muy primaria, 
reclutados según criterios a menudo aleatorios, tienen 
que recibir una formación elemental en los derechos de 
los niños, de manera gratificante, bajo el ángulo de lo 
que ellos pueden aportar a los niños detenidos, sin 
infringir sus obligaciones de funciones.

¿Quién anima los cursillos de formación?
Las delegaciones de Tdh son responsables de la ani-
mación de los cursillos de formación conjuntamente 
con los Ministerios y la UNICEF o la UNODC.

Es importante que los expertos internacionales delega-
dos por Terre des hommes tengan una experiencia inter-
nacional de formación en contextos culturales y económicos 
diversificados. Tienen que valorizarse las competencias 
nacionales que existen. Si no existen expertos disponi-
bles o competentes, es esencial que estos provengan 
también de contextos culturales, políticos y religiosos 
que correspondan a la cultura del país involucrado.
La experiencia de los cursillos ya realizados muestra, 
de manera indiscutible y repetida que: 
•	 algunos jueces comprenden mejor las obligaciones del 

personal penitenciario, y algunos policías comprenden 
lo que pueden hacer –y aportarles- el abogado y el 
o la asistente social;

•	 algunos policías se expresan –por primera vez- ante 
los jueces;

•	 algunos Fiscales conocen a los asistentes sociales de 
sus respectivas jurisdicciones;

•	 estos cursillos también son la oportunidad para con-
sultar a los actores en el terreno, de manera informal 
pero útil, sobre los proyectos de reforma de las leyes 
en curso.

Organización práctica de la formación
La experiencia muestra que el éxito de un cursillo 
(o de un ciclo de cursillos) supone: 
•	 un acuerdo escrito previo sobre los objetivos del o los 

cursillos, los contenidos de la formación, los criterios de 
selección de los participantes y la orquestación general 
de los cursillos;

•	 una voluntad exhibida de perfecta igualdad entre los socios 
en términos de visibilidad de la formación (ministerios, 
UNICEF, Terre des hommes, ONG local) también frente 
a los medios;

•	 una distribución equilibrada, por escrito, de las tareas 
y de los costos entre los actores. 

•	 la representación de las diversas profesiones y de sus nive-
les jerárquicos respectivos tiene que ser equilibrada;

•	 la programación de «juegos de roles» es esencial y 
siempre ha resultado a la vez eficaz en el fondo y 
útil para el ambiente general de los cursillos: ésta 
permite a las diferentes profesiones, en situaciones 
que se presentan como falsas, comprender mejor su 
interacción. 

•	 el análisis colectivo de los juegos de roles, animado por 
los expertos internacionales que encuentran en éste 
una ocasión para comentar las normas internacionales 
aconsejadas, es un procedimiento que permite crear 
una atmósfera de equipo con actores de una misma 
jurisdicción.
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12. Eje de abogacía
En el marco de la implementación de la justicia res-
taurativa y de la promoción de las normas internacio-
nales: «La introducción de procedimientos participativos 
en el sistema judicial se podrá percibir fácilmente como 
una amenaza al statu quo. No habrá que cometer el error 
de subestimar la resistencia de dicho statu quo, la fuerza 
de la inercia del sistema o la resistencia activa y pasiva 
que, probablemente, encuentren los cambios propuestos. 
Estos cambios, una vez introducidos, necesariamente 
modificarán las esferas de influencia profesional, de 
poder y de control o invasión en el territorio de diversas 
personas. Medidas esencialmente destinadas a darles la 
palabra a las víctimas y a la comunidad, sin duda serán 
percibidas por los profesionales de justicia como una 
amenaza. Al principio y, a menos que estas percepcio-
nes sean bien manejadas, la adopción de programas de 
justicia participativa será interpretada por muchos como 
un juego en el que nadie gana, en el cual ellos perderán 
una parte de su poder para cedérselo a otros». (...)
 
Todo programa para niños en conflicto con la ley 
tiene que comprender una gestión de sensibilización 
de la opinión pública a los principios básicos de la justicia 
juvenil, a las ventajas de las alternativas a la detención 
y al enfoque restaurativo (responsabilidad, reparación 
y restauración de las relaciones afectadas, individuales 
o sociales).

La Justicia juvenil no es una justicia marginal
Los niños en conflicto con la ley (o peligrosos) también 
son niños en peligro, y la justicia juvenil es tanto una 
justicia de protección como una justicia de sanción. No 

consiste en tomar medidas de «favor» o en hacer 
«excepciones humanitarias», so pretexto de que la 
delincuencia juvenil sería «un problema social y no jurí-
dico», principio presentado como noble y «humano» 
pero que, a menudo, lo único que hace es disimular 
procedimientos y prácticas totalmente arbitrarias. El 
tratamiento de la delincuencia juvenil, desde décadas, 
es objeto de normas internacionales que todos los 
Estados han ratificado, con la obligación de adaptar 
las leyes y los procedimientos nacionales a esas normas 
universalmente aprobadas, obligando a los actores 
policiales, judiciales y penitenciarios a promover un 
enfoque prioritariamente educativo sobre métodos 
represivos.

El Comité de los derechos del niño se expresa muy 
claramente sobre este punto: «El Comité recomienda a 
los Estados parte a examinar toda la legislación aplicable, 
a fin de velar por que los niños menores de 18 años, que 
necesiten protección, no sean considerados delincuentes 
(en particular la legislación relativa al abandono, vaga-
bundeo, prostitución, estatus de inmigrante, ausencia 
escolar, fugas, etc.), sino que sean tratados en el marco 
de los mecanismos de protección de la infancia».12

La prevención y la rapidez de la 
intervención 
La prevención es crucial para hacer frente a los pro-
blemas socioeconómicos y psicosociales que llevan 
a los niños a entrar en conflicto con la ley. La pre-
vención, como componente de una estrategia de 
reforma de la justicia juvenil, a menudo se descuida 
en favor de políticas más visibles de «intransigencia con 
respecto al crimen». Un trabajo eficaz de prevención 

No siempre es deseable solicitar la participación de 
niños en conflicto con la ley durante los cursillos de
formación, incluso so pretexto de participación de 
los niños, porque se corre el riesgo de llevarlos a 
presentarse como víctimas o héroes de su propia 
historia. La proyección de videos de entrevistas con 
niños es claramente preferible y permite analizar las 
situaciones de manera más serena, objetiva y pro-
funda. También es útil invitar a jóvenes adultos capaces 
de dar testimonio de la forma en que han vivido las 
etapas sucesivas de un procedimiento judicial en el 
que estaban involucrados cuando eran niños. 

Finalmente, a veces se le solicita a Terre des hommes 
proponer un currículo de formación sobre los derechos 
del niño y las normas internacionales de justicia juvenil 

en la formación inicial de los estudiantes de derecho, 
de los magistrados y de policías y gendarmes. Sin ser 
especializado a nivel académico, Tdh dispone de una 
red de contactos y de expertos capaces de aconsejar 
de manera muy útil a las autoridades universitarias o 
gubernamentales que lo soliciten.

Es deseable utilizar todos los medios tecnológicos posibles 
(video conferencias, grabaciones en DVD, etc.) para 
difundir los contenidos de enseñanza a quienes no 
pueden participar en los cursillos o en los cursos.
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busca implementar políticas de no discriminación, 
participación y acceso a los servicios básicos y, de 
esta manera, atenuar la marginalización, exclusión, 
explotación y otros elementos de injusticia social 
que pueden provocar comportamientos reprimidos 
por la ley.           

Los Principios rectores de las Naciones Unidas para la 
prevención de la delincuencia juvenil (Principios rectores 
de Riyad) tratan a la vez la prevención general, social y 
una prevención centrada en los niños que presentan 
mayor riesgo de entrar en conflicto con la ley. Estos 
principios alientan a priorizar el apoyo socioeco-
nómico y la calidad de vida, en lugar de un enfoque 
«negativo» de prevención del crimen. Cubren todos 
los campos sociales como familia, escuela, comunidad, 
medios de comunicación, política social, legislación y 
administración de la justicia juvenil.

Reducir el tiempo de la detención 
provisional / preventiva 
Los Estados parte tienen que velar por que «Ningún 
niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. 
La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se 
llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan 
sólo como medida de último recurso y durante el período 
más breve que proceda». – CDE, artículo 37 (b).

En todas partes del mundo, algunos niños pasan un 
tiempo inadmisible en condiciones de detención, a 
veces espantosas, a la espera de una audiencia o un 
juicio. A pesar de algunas mejoras en algunos países, 
las demoras a este nivel son muy frecuentes debido a 
la burocracia, falta de medios de transporte, errores 
judiciales, falta de comunicación entre los actores del 
sistema judicial, etc.

Es necesaria una acción urgente para poner fin a las 
prácticas de detención preventiva, en parte en casos 
extremadamente serios en los que las alternativas a 
la privación de libertad podrían presentar un peligro 
para el prójimo o para los propios niños. Esta urgencia 
podría comprender sanciones respecto a jueces, fiscales 
o policías que mantienen a niños en detención más allá 
de plazos legales. 

Las medidas para la desjudicialización y 
alternativas a la detención preventiva y 
después del juicio

 Los Estados parte tienen que «siempre que sea 
apropiado y deseable, adoptar medidas para tratar a 
esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en 
el entendimiento de que se respetarán plenamente 

los derechos humanos y las garantías legales». CDE, 
artículo 40.3 (b).

 «Se dispondrá de diversas medidas, tales como el 
cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el 
asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en 
hogares de guarda, los programas de enseñanza y 
formación profesional, así como otras posibilidades 
alternativas a la internación en instituciones, para 
asegurar que los niños sean tratados de manera 
apropiada para su bienestar y que guarde proporción, 
tanto con sus circunstancias como con la infracción». 
CDE, artículo 40.4. 

 El Estado parte vela por que «ningún niño sea 
privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La 
detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño 
se llevará a cabo de conformidad con la ley y se 
utilizará tan sólo como medida de último recurso y 
durante el período más breve que proceda». – CDE, 
artículo 37 (b).

 La «desjudicialización» consiste en tener a los niños 
en conflicto con la ley al margen del sistema penal 
oficial y, en particular, al margen de los procesos 
judiciales formales (mantenido al margen antes del 
proceso y sanciones alternativas). Con las alternativas 
a la detención, la desjudicialización es un componente 
importante de la «justicia reparadora».

Ventajas de la desjudicialización y de las 
alternativas a la detención para el niño 
La desjudicialización tiende a tener un impacto posi-
tivo en la reducción de la tasa de delincuencia y de 
reincidencia. La desjudicialización y las alternativas 
a la detención están orientadas a poner término al 
círculo vicioso: estigmatización, violencia, humillación, 
ruptura del vínculo social.

Evitan que se refuercen experiencias criminales de 
los niños involucrados. Favorecen la rehabilitación 
y el desarrollo futuro del niño. Los niños condena-
dos a penas que les dan la posibilidad de conocer a 
más criminales (en la cárcel) aprenden técnicas, un 
lenguaje y una cultura muy susceptibles de reforzar 
su comportamiento delincuente. Una vez definidos 
como criminales a sus propios ojos y más amplia-
mente respecto a la sociedad, es mucho más difícil 
que puedan cambiar y adaptarse al mundo escolar y a 
la vida familiar. Por consiguiente se aconseja orientar 
a los niños hacia alternativas a la detención. 
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Ventajas de la desjudicialización y de las 
alternativas a la detención para la sociedad  
Estos métodos presentan ventajas, no sólo para los 
individuos, sino también para toda la sociedad. Aho-
rrándoles a los niños en conflicto con la ley que, por 
primera vez, cometen una mala acción, los gastos 
de un proceso y las consecuencias de la marca de 
una condena penal, se ofrecen reparaciones a sus 
comunidades, apelando a la integración en lugar del 
aislamiento de las redes sociales.

En casi todos los países existen, a veces desde hace 
siglos, tradiciones y costumbres de mediación y de concilia-
ción frente a las transgresiones de las reglas comunitarias 
por los niños. 
 
A las autoridades y a la sociedad civil de un país (si 
es posible conjuntamente) le corresponde estudiar 
de qué manera los métodos tradicionales de media-
ción y conciliación son compatibles con las normas 
internacionales.

Ventajas económicas de la desjudicialización 
y de las alternativas de detención
La relación costo-beneficio del trabajo social y educa-
tivo en medio abierto es más favorable que invertir en 
instituciones penitenciarias caras, aunque éstas últimas 
sean más visibles y den un sentimiento de seguridad a 

la población. En algunos países, sería útil comparar 
el precio de la jornada de un niño detenido con el 
costo de un día de hotel de categoría promedio en 
la misma ciudad…

A menudo, el argumento que se esgrime de la falta de 
medios presupuestales es a la vez verdadero y falso: Ver-
dadero, porque la Justicia juvenil siempre es el pariente 
pobre de los presupuestos públicos de la Justicia; falso, 
porque la implementación de una buena colaboración 
entre profesionales formados puede dar resultados 
incluso con presupuestos mínimos. 

A lo que hay que añadir que, en todos los países, la 
precariedad económica de una parte significativa, a veces 
mayoritaria, de la población, va a la par con los temas 
de moda de la falta de compromiso del Estado y de la 
privatización de los servicios públicos, a veces, bajo la 
presión ineludible de las instituciones financieras inter-
nacionales –e incrementa así, en la realidad cotidiana, 
el incremento del riesgo de delincuencia juvenil. La 
privatización de la construcción y de la gestión de los 
establecimientos penitenciarios puede tener el efecto 
contrario al deseado: si se mejoran las condiciones 
de detención, existe el riesgo de que muchas de las 
condenas de encarcelamiento aumenten, por el hecho 
de la aplicación de esta sanción a crímenes de menor 
importancia: en efecto, si se «sacan al mercado» nue-

© Tdh / Mélanie Rouiller
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vas estructuras privadas, será necesario cumplirlas 
para rentabilizarlas («Prisons for profit?»).

Algunas investigaciones de Penal Reform International 
(PRI) han demostrado que en todas partes del mundo, 
los sistemas de justicia penal utilizan los escasos 
recursos que deberían ser empleados en programas 
sociales más beneficiosos. La prisión impide que los 
individuos contribuyan con la economía local y con 
la vida de sus familias. Además, el encarcelamiento 
es muy costoso.

Por ejemplo, según un antiguo administrador de una 
cárcel brasileña «El costo anual de un preso en Brasil es 
de 4 440 dólares americanos; pero en algunos estados, 
esta cifra es mucho más elevada… Si el dinero gastado 
para mantener a los 45 000 prisioneros que no han come-
tido delitos violentos o graves pudiera utilizarse de otra 
manera se podría, por ejemplo, construir 18 163 casas para 
gente pobre o 4 995 centros de salud o 391 colegios».13

Según un estudio realizado por Terre des hommes 
en el Perú, los modelos de rehabilitación de niños 
en conflicto con la ley en medio abierto facilitan la 
reinserción social de los niños y les aseguran un mejor 
potencial de desarrollo. Los modelos en medio abierto 
son más eficaces, porque su costo de funcionamiento 
por niño es más bajo: Requieren una infraestructura 
más simple y un costo de puesta en funcionamiento 
más bajo.

El costo por niño, de una medida socioeducativa de 
justicia restaurativa de 7 meses es muy inferior al de 
una medida idéntica en medio cerrado, de un prome-
dio de 2 años de duración. Cabe mencionar que esta 
gran diferencia de costo se debe, en cierta medida, 
al hecho de que el programa promete la reinserción 
del niño en la sociedad y utiliza las organizaciones que 
encuentra dentro de la sociedad, como el colegio, 
la parroquia, los centros deportivos y culturales, los 
centros de readaptación etc. Por lo tanto, no se tie-
nen que ofrecer estos servicios al niño ni hacer gastos 
para que tenga acceso a ellos. Si el Estado aplicara 
esta misma metodología habría menos gastos a cargo 
de los diferentes organismos sociales. 

Una medida en medio abierto hace que la sociedad «aho-
rre» una parte importante de gastos vinculados a la vio-
lencia familiar y a la reincidencia de hechos delictivos. 
Una medida en medio abierto promueve, además, una 
mayor productividad, ya que aumenta las posibilidades 
de conseguir trabajo remunerado (creando mayor 
motivación y reforzando las capacidades creativas del 

joven). Además, un niño que ha seguido un programa 
en medio abierto, tiene menos tendencia a drogarse, 
lo que implica menos gastos para la sociedad, en tér-
minos de costos derivados del consumo de sustancias 
ilícitas. Existen diferencias evidentes en cuanto al 
costo promedio impuesto a las familias de niños que 
ya han pasado por uno u otro de esos modelos de 
justicia (transporte, trámites, etc.)

Una verdadera obra académica para una 
información sana de la opinión pública
Finalmente, sería importante que en los medios 
académicos, se realizaran verdaderas investigaciones 
estadísticas comparativas, realmente científicas, para 
verificar los eslóganes políticos y mediáticos que deberían 
convencer de que penas más represivas y numerosas 
tendrían un impacto – supuestamente «garantizado» - 
en la reducción de la delincuencia y la reincidencia. La 
criminalidad juvenil es un tema sumamente sensible en 
la opinión pública y, por lo tanto, en las políticas, en 
particular en el enfoque de las campañas electorales, 
ya que el tema de la seguridad es determinante. De 
ahí la extraordinaria fabricación / manipulación de las 
estadísticas, en base a diferentes hechos particular-
mente sobrecogedores, en debates públicos en los 
que el interés superior de los niños en conflicto con 
la ley prácticamente está ausente. 

Terminar con la pena capital y la prisión 
perpetua para niños
«No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua 
sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos 
por menores de 18 años de edad» (CDE), artículo 
37 (a).

Terminar con la violencia en el seno de las institucio-
nes en el marco de un procedimiento judicial :«Los 
estados partes velarán por que ningún niño sea sometido 
a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes». CDE, artículo 37 (a)

«Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legis-
lativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas 
para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o 
abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos 
tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras 
el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de 
un representante legal o de cualquier otra persona que 
lo tenga a su cargo». CDE, artículo 19.1

«Esas medidas de protección deberían comprender, según 
corresponda, procedimientos eficaces para el estableci-
miento de programas sociales con objeto de proporcionar 
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Instrumentos y normas vinculados a los niños en conflicto con la ley
1.  Convención sobre los derechos del niño (1989), en particular los artículos 37 y 40       
 http://www2.ohchr. org/spanish/law/crc.htm 
2.  Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad) (1990)   
 http://www2.ohchr.org/spanish/law/directrices_riad.htm
3.  Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores 
 (Reglas de Beijing - 1985) - http://www2.ohchr.org/spanish/law/reglas_beijing.htm
4.  Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad (1990) – 
  Versión en francés: http://www2.ohchr.org/french/law/mineurs.htm
5  «Manual para cuantificar los indicadores de la justicia de menores» - UNICEF/UNODC 2008: 
 http://www.juvenilejusticepanel.org/resource/items/U/N/UNODCUNICEFManualMJJindicators08_ES.pdf            
6.  Principios rectores de acción que involucran a los niños en el sistema de justicia penal, Resolución del   

 Consejo económico y social 1997/30 – Version en inglés:
 http://www.juvenilejusticepanel.org/resource/items/E/C/ECOSOCResolution199730.pdf
7.  Principios básicos relativos al uso de los programas de justicia reparadora en los asuntos criminales,   

 Resolución del Consejo económico y social 2000/14 
8.  Comité de los derechos del niño, Observación general N°10 (2007) «Los derechos del niño en la justicia de   

 menores». http://www.juvenilejusticepanel.org/resource/items/C/R/CRCCGC10_ES.pdf
9.  Observacion General No 10 : Los derechos del niño en la justicia de menores :
 http://www2.ohchr.org/english/bodies/crc/docs/GC10_sp.doc
10. Observación General No 12 (2009) : El derecho del niño a ser escuchado  :
 http://www2.ohchr.org/english/bodies/crc/docs/AdvanceVersions/CRC-C-GC-12_sp.doc
11. Resolución del Consejo de los derechos humanos (A/HRC/10/L.15) sobre los derechos humanos en la 
  administración de justicia, en particular la justicia para menores (20 marzo 2009) – Versión en inglés: 
 http://www.juvenilejusticepanel.org/mm/file/UNResolutionL15AdminofJusticeMarch09.pdf

Instrumentos y normas vinculados al asunto de los niños víctimas y testigos de acciones 
criminales
12. Directrices sobre la justicia en asuntos concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos, resolución 

del Consejo económico y social 2005/20
 http://www.juvenilejusticepanel.org/resource/items/U/N/UNVictimsWitnessesGuidelines_ES.pdf
13. Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de 

poder, Resolución de la Asamblea general de las Naciones  Unidas 40/34 (1985)
 http://www2.ohchr.org/spanish/law/delitos.htm

Instrumentos y normas sobre la prevención del crimen y la justicia penal:
14. Pacto internacional relativo a los derechos civiles y políticos (1966), en particular los artículos 
 6, 9,10,14 – Versión en francés: http://www2.ohchr.org/french/law/ccpr.htm
15. Convención contra la tortura y otras penas o tratamientos crueles, inhumanos o degradantes (1984)  - 

Versión en francés: http://www2.ohchr.org/french/law/cat.htm

13. Referencias sobre los instrumentos jurídicos    
       internacionales

la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así 
como para otras formas de prevención y para la identifi-
cación, notificación, remisión a una institución, investiga-
ción, tratamiento y observación ulterior de los casos antes 

descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, la 
intervención judicial». CDE, artículo 19.2
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16. Naciones Unidas, Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (1977)
 http://www2.ohchr.org/spanish/law/reclusos.htm
17. Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio) 

(1990) - http://www2.ohchr.org/spanish/law/reglas_tokio.htm
18. Naciones Unidas, Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley (1979)  
 http://www2.ohchr.org/spanish/law/codigo.htm
19. Naciones Unidas, Principios básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcio-

narios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (1990) -  
 http://www2.ohchr.org/spanish/law/fuerza.htm
20. Naciones Unidas, Principios rectores aplicables al rol de los magistrados del Ministerio Público (1990) – 

Versión en francés: http://www2.ohchr.org/french/law/prosecutors.htm
21. Naciones Unidas, Principios básicos relativos al rol del Colegio de Abogados (1990) – Versión en francés:   
 http://www2.ohchr.org/french/law/barreau.htm

Otros instrumentos regionales
22. Carta africana sobre los derechos y el bienestar del niño (1990) – Versión en francés:
 http://www.juvenilejusticepanel.org/resource/items/C/h/CharteAfricaineDroitsdel%27Enfant.pdf
23. Convención Interamericana sobre el tráfico internacional de menores (1994) – Versión en inglés: 
 http://www.oas.org/juridico/english/treaties/b-57.html

Aspectos psicosociales de la prevención y de la rehabilitación de los niños en conflicto 
con la ley
«Youth empowerment programs for improving self-efficacy and self-esteem of adolescents» – (Programas de empo-
deramiento de jóvenes para mejorar la auto eficacia y autoestima de los adolescentes) Matthew Morton, Paul 
Montgomery - 06.05.2009 - Centre for Evidence-Based Intervention University of Oxford – UK

Análisis de las estadísticas de criminalidad juvenil
Suiza: http://wikiforum.rsr.ch/node/434
Francia: http://groupeclaris.files.wordpress.com/2008/11/note-statistique-de-recadrage-1.pdf 
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Notas de la sección III
10  Observación General Nº 12 (2009) : «El derecho del niño a ser escuchado» -
 http://www2.ohchr.org/english/bodies/crc/docs/AdvanceVersions/CRC-C-GC-12_sp.doc

11 http://droit-finances.commentcamarche.net/faq/3994-assistance-educative-definition

12   Tomado de « La Violence d’Etat contre les enfants » (La violencia del Estado contra los niños) Jornada de debate general del Comité de 
Derechos del Niño - http://www.unhchr.ch/french/html/menu2/6/violence_fr.htm.

13   Lemgruber, J. citado en Singh, W., Alternatives to Custody in the Caribbean: The Handling of Children who Come into Conflict with the Law, 
(Alternativas a la custodia en el Caribe: El manejo de los niños en conflicto con la ley) 1997 - traducción: Grupo interinstitucional sobre justica 
para menores.
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